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SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Las Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y de Derechos Humanos de 
la Cámara de Diputados tienen el honor de recibir hoy al señor Ministro del Interior, doctor José Díaz, al 


Subsecretario del Interior, doctor Juan Faroppa y a los asesores, doctora María Noel Rodríguez y doctor José 
Luis González. 


El motivo de la convocatoria es el proyecto de ley que hemos denominado de Humanización y 
Modernización del Sistema Carcelario, para cuyo estudio es necesario, como insumo, la opinión del 
Ministerio del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señor Presidente, señores legisladores de ambas Comisiones: 
una vez más venimos con mucho gusto a brindar la información pertinente, ahora sí, en torno a un 
proyecto de ley enviado hace pocos días por el Poder Ejecutivo. Se trata de un proyecto del Gobierno, 
pero en su redacción final se tuvieron en cuenta una cantidad enorme de opiniones distintas, 
especialmente -aunque no exclusivamente-, del mundo de los operadores penitenciarios, es decir, de las 
personas vinculadas a este servicio tan importante en una sociedad democrática pero que en nuestro 
país se desarrolla con tantas y clamorosas falencias. 


Es un proyecto del Gobierno con una alta colaboración de distintas instancias públicas y privadas que tiende 
a enfrentar -y esta es otra premisa importante que queremos destacar al comienzo- una situación de crisis 
humanitaria realmente espantosa que vive el país, que nosotros encontramos, y desde el primer día hemos 
tratado de subsanar por distintas vías. Sin embargo, estamos lejos de poder decir que esa crisis humanitaria se 
ha derrotado finalmente. Estamos en los primeros meses y en los primeros esfuerzos de trabajo para enfrentar 
y superar la crisis humanitaria que viven nuestras cárceles. 


En la exposición de hoy -que trataremos de no hacer muy larga- dividiremos el trabajo -entre otras razones, 
porque estoy con muy poca voz- entre quien habla, que hará sobre todo la presentación del proyecto y 
explicará el sentido último de la ley, y nuestros asesores, la doctora María Noel Rodríguez y el doctor José 
Luis González, quienes explicarán los antecedentes nacionales e internacionales y los contenidos de la ley, 
más allá de que buena parte de ellos son de conocimiento público y, descontamos, también de los señores 
Diputados. 


Como saben, yo concurrí a estas Comisiones integradas el 7 de abril. Si bien allí fuimos citados para 
presentar los lineamientos de las políticas del Ministerio del Interior, lo que más se quería saber y de lo que 
en definitiva más hablamos fue de este proyecto de ley. El 7 de abril estaba en consulta un primer borrador 
que, como dijimos a los distintos operadores consultados, desde la suprema Corte de Justicia hasta el 
Patronato, no comprometía la opinión definitiva del Ministerio; si enviábamos un borrador a consultar, iba de 
suyo que seríamos sensibles a esas consultas y a las sugerencias que esperábamos, especialmente de los 
operadores penitenciarios. Tampoco fuimos insensibles a las opiniones que aquí recogimos. 


Antes del 7 de abril, cuando elevamos ese primer borrador que no comprometía la opinión definitiva del 
Gobierno, habíamos trabajado, al menos en enero y en febrero, en el Hotel Presidente, con distintas 
comisiones vinculadas al mundo penitenciario. Es decir que era un proyecto que se pensó y sobre el que se 
empezó a trabajar a comienzos de año. Antes del 7 de abril preparamos un borrador para realizar consultas, 
que fueron llegando; algunas lo hicieron muy rápidamente, como la de la Suprema Corte de Justicia, sobre 
cuya respuesta pudimos manifestarnos el día 7 de abril. Sin embargo, en el correr del mes de abril y de mayo 
otras se fueron demorando hasta que en un momento dado, ya con casi todas las consultas arriba de la mesa, 
empezamos a redactar el texto que se fue convirtiendo en el proyecto que ustedes recibieron hace un par de 
semanas. Cuando estábamos a punto de llegar al resultado final, vinieron sugerencias de fuente 
parlamentaria, de algunos compañeros nuestros y también una respuesta rezagada de una de las instituciones 
consultadas; ello demoró un poquito más la presentación de un proyecto que nosotros pensábamos que a 
mediados o fines de mayo iba a estar pronto. Se demoró algunas semanas más, al punto de que a mediados de 
junio lo presentamos al Poder Ejecutivo; allí su estudio demoró un par de semanas hasta que, antes de que 
terminara el mes de junio, en una reunión con el Presidente de la República, el proyecto quedó 
definitivamente pronto y se firmó el lunes siguiente. A los pocos días se presentó con el correspondiente 
mensaje del Poder Ejecutivo al Parlamento nacional, que lo derivó a la Cámara de Representantes para 
tratarlo en primer lugar. 


La redacción definitiva fue fruto, en primer lugar, del proyecto original, que mantuvo sus dos ejes 
fundamentales: por un lado, medidas excepcionales de carácter transitorio, accidentales y, por otro, medidas 
de carácter permanente que apuntan hacia una nueva política criminal. Eso no cambió; cambiaron los 


contenidos, porque tratamos de que los criterios iniciales de elaboración de la ley sufrieran los correctivos, 
las mejorías que proponían los diferentes operadores penitenciarios. 


Presentado el proyecto, lo que queda en evidencia es que algunas cosas que se dijeron no fueron verdad. No 
fue verdad el alcance cuantitativo que hacia fines de marzo y principios de abril se le dio a este proyecto; 
nunca tuvo en su origen o en sus primeros borradores un alcance cuantitativo. Nosotros manejábamos 
criterios. Queríamos que saliera en libertad anticipada o provisional tanta gente como fuera posible 
continentar debidamente y, sobre todo, que se impusieran criterios de razonabilidad que nos permitieran 
asegurar la mejor ley posible, no una ley perfecta sino la mejor en estas difíciles condiciones con que nos 
encontramos. 


Tampoco fue verdad que, fundamentalmente, esta fuera una ley de liberación de todos o de buena parte de los 
reclusos y reclusas del país. Esta era una ley que abría los caminos para una nueva política criminal. Eso es lo 
permanente de la ley. La liberación es lo transitorio, lo excepcional. 


Tampoco fue verdad lo que se dijo en algún momento en cuanto a que la ley no se iba a presentar, que había 
no sé quién en el Poder Ejecutivo que iba a impedir que se presentara. Efectivamente, como se le dijo a la 
población, esta ley se preparó, se consultó y se presentó al Parlamento, y ahora son ustedes sus dueños, 
porque quien aprueba o no un proyecto es el Parlamento nacional. 


¿Cuál es el sentido de esta ley? Desde el punto de vista sustancial, lo permanente de la ley son todas las 
normas que no tienen relación con los primeros artículos, que tratan de resolver el tema de las libertades 
anticipadas y provisionales. Eso es lo que va a quedar, lo permanente, lo sustancial de la ley. Son todas las 
normas e institutos que realmente modernizan y humanizan el sistema penitenciario, que generan las bases 
concretas de un nuevo modelo de política criminal. Ese es el cambio sustancial, el sentido último de la ley. 
Ello no quiere decir que la ley no apunte a problemas de coyuntura como los de la crisis humanitaria, cuyo 
eje esencial es el hacinamiento. Después podremos proporcionar, una vez más, los índices y las tasas de 
prisionización comparadas, pero el gran tema del hacinamiento es el que genera la imposibilidad de cumplir 
las otras normas y de respetar los derechos humanos fundamentales que un sistema penitenciario en un país 
democrático debe preservar, como la rehabilitación del detenido, la atención médica adecuada y la 
alimentación y el alojamiento dignos. Con el hacinamiento brutal que tiene el sistema que hemos heredado, 
es imposible tener políticas de rehabilitación y cumplir con las normas legales que tenemos obligación de 
cumplir. Cuando se le quita la libertad a un ciudadano sólo se le quita el derecho a la libertad ambulatoria; el 
auto de procesamiento o la sentencia de condena no le quitan los demás derechos que debemos preservar a la 
reclusa o al recluso privados de libertad. 


Por eso nosotros, en los dos o tres primeros artículos de esta ley, tratamos de colaborar con unas normas que 
no fueron inventadas por nosotros. Al final la gente pensaba que las libertades anticipadas y provisionales las 
habíamos inventado a través de esta ley, pero son institutos tan viejos como el Derecho Penal y de larga 
historia en la legislación nacional e internacional. Nosotros lo que procurábamos, como ocurrió con la ley de 
1985, era utilizar la herramienta de esta ley para que, en forma preceptiva, un número razonable de personas 
saliera en libertad; personas que, por el cumplimiento de la pena o por el cumplimiento de la preventiva 
sufrida ya tenían derecho de pedir su libertad provisional o su libertad anticipada. Y lo que hace esta ley es 
sacar las trabas que el sistema procesal penal le interponía a la reclusa o al recluso para salir en libertad. 


Para este Gobierno esta ley, que tiene características de contribución coyuntural para resolver problemas 
coyunturales, en su sentido sustancial se encuadra en lo que hemos llamado las tres fases de nuestra estrategia 
penitenciaria, que empiezan por encarar el tema de la crisis humanitaria que hoy vive el sistema 
penitenciario, frente a la cual hemos tomado muchas medidas que también podemos explicar -en más de una 
oportunidad lo hemos hecho-; pero la ley no se agota en su enfrentamiento. Eso es lo primero, porque en esta 
crisis no podemos pensar en resolver otros temas mucho más importantes que tiene el modelo penitenciario 
nacional. 


Hay una segunda fase, que es lograr que todo se constituya en un verdadero sistema nacional penitenciario en 
lugar de la situación actual, en donde tenemos varias administraciones y Direcciones penitenciarias; más de 
veinte en total. Cuando hablamos de la Dirección Nacional de Cárceles, debemos decir que es simplemente 
una Dirección Nacional del Ministerio que administra y dirige algunas cárceles, pero el resto de las cárceles, 
las diecinueve cárceles departamentales, están sujetas a otra Dirección y a otra administración penitenciaria. 
Por eso, la segunda fase sería reunir todo el sistema de cárceles en un único sistema penitenciario. 


La tercera fase, que la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes ya ha empezado a 
discutir, es la de la creación de un verdadero Instituto Nacional de Rehabilitación, a partir del proyecto que 
para nosotros es un proyecto insignia y que lleva el nombre del ex parlamentario Daniel Díaz Maynard. La 
idea es crear el Instituto Nacional de Rehabilitación y ponerlo en funcionamiento. 


¿Cuáles han sido las demás medidas que hemos tomado, además de preparar este proyecto de ley que ahora 
está a consideración del Parlamento Nacional? Desde marzo creamos comisiones interinstitucionales, algunas 
con participación de la sociedad civil, para atender los problemas fundamentales de la crisis humanitaria: una 
comisión de infraestructura penitenciaria -que ha hecho mucho- y una comisión de salud penitenciaria. 
Asimismo, en más de una oportunidad hemos reunido a distintos actores sociales, universitarios y culturales, 
para incorporarlos a esta magna tarea de superar la crisis humanitaria en nuestro sistema penitenciario. 


Hablando solo del tema de infraestructura penitenciaria, debemos decir que en los primeros cuatro meses 
pusimos término a una obra muy avanzada, la de la Cárcel de Canelones, que contribuyó con cerca de 400 
alojamientos dignos al sistema, y en la Cárcel de Mujeres de Cabildo se habilitó un anexo con 50 nuevas 
plazas. O sea que, a los poco más de 3.000 alojamientos bastante indignos que habíamos recibido, ya estamos 
agregando 500 camas dignas para otros tantos reclusos y reclusas del país. 


Hemos dispuesto ya los recursos para reciclar el viejo carcelaje de Libertad con el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y eso, al ser terminado, supondrá 700 alojamientos más. También hemos dispuesto recursos 
para terminar la cárcel de San José con lo cual, en términos no muy largos, incorporaremos entre 1.500 y 
2.000 camas más, agregándolas a las 3.000 bastante indignas que hoy tenemos. 


Quiere decir que el Gobierno nacional no solo plantea resolver los problemas cambiando la política criminal - 
que es lo fundamental-, sino que también está atendiendo otras emergencias humanitarias como la de los 
alojamientos, la política de salud penitenciaria y otras medidas relacionadas con la dignidad, el tratamiento y 
la rehabilitación de los privados de libertad. 


Ante la Comisión hago público mi reconocimiento a la labor denodada y sacrificada que nuestros asesores 
han desarrollado en estos meses, para poner a punto una ley muy participativa, que recogió muchas opiniones 
y que respondió a todas ellas, agradeciendo la colaboración de todos los operadores penitenciarios que nos 
ayudaron a elaborar este proyecto y que, de alguna manera, son coautores. 


Pediría, entonces, a mis asesores que, por un lado, expliquen los antecedentes nacionales e internacionales de 
este proyecto de ley y, por otro, en forma sintética, expliquen sus contenidos, en los dos planos o sentidos 
últimos que hemos expuesto en esta breve introducción. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Muy buenos días señores y señoras legisladores. 


Retomando las expresiones del señor Ministro del Interior, doctor José Díaz y tratando de ser lo más 
sintéticos posible, digamos que durante la transición comenzamos a trabajar en la elaboración de este 
proyecto de ley. Básicamente utilizamos como antecedente en materia nacional la Ley_N” 15.743 de 1985, 
que previó un régimen de libertad provisional y anticipada para aquellas personas detenidas al 1? de marzo de 
1985. Ese fue el antecedente nacional básico con el cual comenzamos, durante los meses de enero y febrero, 
a preparar este esqueleto de borrador que el 29 de marzo fue enviado a una serie de operadores del sistema 
penal para su respectiva consulta. Es importante aclarar que el borrador que los operadores recibieron fue 
elaborado el día 29 de marzo, ya que los informes a los que seguramente ya han tenido acceso, refieren a un 
articulado y un borrador que, obviamente, no es el que finalmente el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento, y 
por eso verán que el articulado y el contenido distan bastante del proyecto que al día de hoy tienen en su 
poder. 


En materia internacional también nos pareció importante hacer una revisión, sobre todo a nivel regional, de 
qué tipo de antecedentes había y cómo algunos países u organizaciones habían afrontado situaciones de 
hacinamiento tan crítico como la que el sistema penitenciario uruguayo estaba encarando. Concretamente, en 
ese sentido identificamos una recomendación que el Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria de 
Naciones Unidas realizó en Argentina en el año 2003, en el sentido de la utilización de libertades anticipadas 
o provisionales para encarar los índices de hacinamiento tan altos que en diferentes provincias de Argentina 
se estaba padeciendo. 


Por otra parte, participaron organizaciones especializadas, como por ejemplo el Centro Internacional de 
Estudios Penitenciarios de la Universidad de Londres, seguramente el centro académico de investigación más 
fuerte y competente en materia de investigaciones penitenciarias, que lidera el señor Andrew Coyle que para 
quienes trabajamos en temas penitenciarios es una de las personas con mayor experiencia y capacitación. 
Este centro, que ha trabajado en América Latina, también recomienda la posibilidad de amnistías o libertades 
anticipadas para encarar situaciones de hacinamiento crítico. 


A la vez, identificamos resoluciones concretas. En el caso de Costa Rica, por ejemplo, la Corte 
Constitucional hace aproximadamente dos años intimó al sistema penitenciario a reducir en forma drástica el 
hacinamiento crítico que padecen los centros para procesados de la ciudad de San José, dándoles un plazo 
para poder llegar a albergar al número que efectivamente las cárceles tienen condiciones de albergar. En el 
caso de Argentina hay una demanda de inconstitucionalidad presentada ante la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires solicitando, precisamente, un "habeas corpus", una liberación, para todas aquellas personas 
que superan el cupo legal que los establecimientos tienen asignado. 


Expreso todo esto, simplemente, para compartir con ustedes que este tipo de medidas no son una decisión 
unilateral que este Ministerio ha tomado en este Gobierno, sino que han sido medidas que otros países e 
inclusive organismos internacionales han adoptado o recomendado para superar situaciones críticas, lo que se 
ha hecho, obviamente, en forma paralela con la ampliación de las plazas de infraestructura edilicia. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Qué países han hecho esto? 
SEÑORA RODRÍGUEZ.- Colombia, por ejemplo. 


Por supuesto que todo lo que acabamos de plantear está en los materiales que tenemos en nuestro poder y que 
ponemos a la orden de los señores legisladores. Tengo a disposición de ustedes -para que puedan sacar una 
copia- las resoluciones de la Corte Constitucional Costarricense, la Ley de Descongestión Carcelaria de 
Colombia, la Recomendación de Naciones Unidas y otros materiales complementarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a los colegas que si van a realizar una pregunta se dirijan a la Mesa, 
no por un excesivo formalismo sino por una cuestión de orden. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Concretamente en lo que refiere a cómo se trabajó este proyecto de ley, 
puedo decir que a partir del 29 de marzo hicimos la consulta fundamentalmente a cinco operadores del 
sistema penal: Suprema Corte de Justicia, Asociación de Magistrados Fiscales, Asociación de 
Magistrados, Instituto de Derecho Penal de la Universidad de la República y Asociación de Defensores 
de Oficio. Estos no fueron los únicos cinco operadores consultados sino que también trabajamos en 
forma muy estrecha con autoridades y técnicos de la Dirección Nacional de Cárceles, del Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados, del Instituto Nacional de Criminología, de organizaciones de la 
sociedad civil y organizaciones de derechos humanos -que también nos hicieron llegar sus 
recomendaciones- y, por supuesto, de las personas privadas de libertad y sus familiares con quienes 
mantenemos un permanente y estrecho contacto desde el Ministerio del Interior. 


Durante los meses de abril y mayo se fueron recibiendo las diferentes sugerencias y opiniones de estos 
organismos y es importante que todos coinciden en reconocer y agradecer al Ministerio del Interior el hecho 
de haber sido consultados, fundamentalmente antes de elaborar este proyecto y presentarlo al Parlamento, 
práctica que no ha sido usual para nuestro sistema. 


En términos generales -ustedes lo podrán ver en los informes-, todos los organismos coinciden en aceptar 
este régimen excepcional de libertad provisional y anticipada, con algunas sugerencias o exclusiones. En lo 
que refiere al resto del proyecto de ley, todos los operadores comparten las disposiciones propuestas a lo 
largo y ancho del proyecto, e inclusive como verán -y por eso la indicación de que los organismos 
consultados se refieren a otro proyecto-, aprueban o ven con muy buenos ojos, la posibilidad de ver 
modificadas o sustituidas otras normas que finalmente -como decía el señor Ministro-, en base a la reunión 
mantenida en este mismo Cuerpo el 7 de abril, no fueron incorporadas al proyecto. Nos referimos, 
concretamente, a la sustitución del delito de copamiento, a la derogación de la presunción en la causa de 
justificación cuando se trata de personal militar, etcétera. Eran normas que estaban originalmente previstas en 


el proyecto manejado en el mes de marzo que, obviamente, también fue elaborado a partir de conversaciones 
mantenidas en el Hotel Presidente con varios operadores penitenciarios y académicos. Finalmente, se 
entendió conveniente no incorporarlas al proyecto final que ustedes recibieron. Inclusive, algunos organismos 
consultados, por ejemplo, el Instituto Uruguayo de Derecho Penal, propusieron otras derogaciones que ni 
siquiera fueron presentadas en este proyecto de ley y que serán materia de futuras revisiones. Me refiero, por 
ejemplo, a la derogación de las medidas de seguridad eliminativas. 


Nos parecía importante compartir con ustedes que en base a las sugerencias de todos los organismos 
consultados se logró realizar las sustituciones o los ajustes necesarios al régimen de libertad provisional y 
anticipada. Todos los organismos han propuesto eliminar o no incluir en este beneficio excepcional a 
personas que hubieran cometido delitos graves o muy graves. Por eso verán que en el artículo 1* del proyecto 
se hace una exclusión bastante amplia de los delitos por los cuales las personas no podrán acceder a este 
régimen provisional excepcional. 


Dos de los organismos consultados proponen la exclusión de las personas reincidentes. Este punto fue motivo 
de debate por parte del equipo que trabajó en este proyecto y entendimos, basados en posiciones de corte 
criminológico, que el hecho de que una persona sea primaria implica una menor carga de peligrosidad, y 
también una menor posibilidad de reincidencia. Por eso optamos por excluir de este beneficio no a los 
reincidentes sino a aquellas personas que hayan cometido delitos graves, ya sea por el monto de la pena que 
tienen asignado o por el bien jurídico que tutelan. 


Por otra parte, para seguir acotando este beneficio y que realmente alcanzara a aquellas personas que lo 
merecieran -porque entendemos que las personas que serán liberadas lo merecen- se utilizó un criterio del 
quantum de la preventiva o de la pena cumplida. Por eso, se recoge una sugerencia de la Asociación de 
Magistrados Fiscales por la cual, utilizando como base una pena de tres años, se exige el tiempo de 
preventiva o de pena cumplida. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- A usted le consta que algunos de nosotros creemos que, en 
realidad, no merecen la libertad tal como lo está manifestando, pero acá estamos para ilustrarnos 
todos. ¿Qué fundamento tiene el proyecto para hacer de soporte en esa supuesta fundamentación que 
usted hace al decir que "merecen la libertad", sin un análisis subjetivo? ¿Cuál es el análisis de fondo, 
la argumentación que usted puede esgrimir que, además, supongo que nos dará tranquilidad a todos 
en el sentido de que estos ciudadanos no van a reincidir, preocupación principal de la ciudadanía? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Es difícil hacer futurología cuando se trata de personas y de la mente 
humana. Sería muy complicado prever, porque ni siquiera yo me animo a decir que en algún momento 
no voy a cometer un delito. Creo que es el primer aprendizaje que hacemos como estudiantes en la 
Facultad de Derecho; los buenos profesores de Derecho Penal nos plantean quién puede estar 
absolutamente convencido de que en algún momento no va a infringir la ley penal, si no lo ha hecho ya. 


¿Cuál es el argumento? En primer lugar, que no estamos inventando un régimen de libertades, porque el de 
libertad anticipada ya existe. Cuando las personas llegan a la mitad de la condena, pueden solicitar la libertad 
anticipada. Entendemos que lo merecen porque estamos excluyendo los delitos más graves y dejando dentro 
de este régimen excepcional los que son más leves o no son tan graves, y también por el altísimo tiempo de 
condena o de preventiva que llevan cumplida. Cuando uno habla con los expertos penitenciarios, la gente que 
trabaja dentro de los establecimientos, dicen que la privación de libertad puede tener un efecto positivo 
durante un tiempo, pero llegado un determinado momento, es absolutamente nociva. Uno lo ve en personas 
privadas de libertad que pueden aprovecharla durante los primeros tiempos, pero que cuanto más se acercan 
al cumplimiento de su condena la privación de libertad comienza a ser mayormente nociva. 


Entendemos que hemos restringido este régimen de libertad provisional y anticipada considerando todas las 
sugerencias de los organismos consultados; básicamente, la exclusión de los delitos considerados de mayor 
gravedad, el establecimiento de un tiempo preventivo de pena cumplida que entendemos considerablemente 
alto y, por otro lado, con un mecanismo de contención a la salida, al egreso. 


Concretamente, la Asociación de Magistrados del Uruguay planteaba por qué no utilizar la amnistía. Se debe 
a que, como ustedes saben, la amnistía es una causa de extinción del delito, y lo que estamos proponiendo es 
una causa de extinción de la pena. La persona sale en libertad bajo un régimen de vigilancia y de asistencia 


del Patronato, y ante la menor infracción la persona es reintegrada al establecimiento de reclusión, cosa que 
no sucede en la amnistía. En este caso, cuando la persona sale no tiene ningún compromiso que mantener con 
el Poder Judicial. Por lo tanto, entendemos que desde el punto de vista jurídico hemos tomado todas las 
previsiones necesarias para lograr el mayor control de estas personas. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Por qué en ese proceso en el cual los ciudadanos 
automáticamente son liberados el Ministerio Público no tiene opinión? ¿Por qué no se aplica el análisis 
subjetivo, algo tan imprescindible como mirar el rostro del delincuente, analizarlo cara a cara, estudiar 
la secuencia, que sería un elemento de garantía para la sociedad? Porque esto es automático para los 
que entran en los dos tercios, en la mitad de la pena o en los tres años, y los jueces funcionan como 
polea de trasmisión, no tienen arte ni parte. Tienen que abrir la compuerta y liberarlos. ¿No sería más 
interesante que el juez pudiera mirarlo, charlar con él, como hace la Suprema Corte de Justicia en el 
otro procedimiento? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Lo primero que me viene a la mente -seguramente, a mi colega también- es 
que ojalá que cuando los jueces procesen a las personas les puedan ver la cara, situación que no sucede. 
Ojalá tuviéramos un proceso penal que permita que cuando un ser humano condene a otro a una pena 
de encierro le pueda ver la cara. ¿Por qué no ver la cara y por qué no emplear el criterio de 
subjetividad? Porque lo que estamos intentando es que las personas en estas condiciones, con estos 
requisitos, puedan ser liberadas sin más trámite. En este momento hay un atraso enorme de libertades 
anticipadas y provisionales. En el primer caso, porque el INACRI, el organismo técnico que 
preceptivamente debe informar de acuerdo con el artículo 328 del Código de Proceso Penal no tiene 
técnicos, y los que tiene, están absolutamente desbordados y con serios problemas para poder ejercer 
su función dentro de los establecimientos. Están saturados de trabajo, poco motivados, mal 
remunerados, etcétera, situación que, me consta, esta Comisión y sobre todo la de Derechos Humanos, 
conocen. 


Por otro lado, hay datos objetivos que indican que esta ha sido una de las Supremas Cortes más reticente en 
brindar libertades anticipadas. Está saliendo gente con pena cumplida y esto no era usual en nuestro sistema 
penitenciario, máxime cuando tenemos el doble de personas de las que debemos tener alojadas en los 
establecimientos. 


Por lo tanto, esta solución, que es excepcional y que va a funcionar por única vez, tiende a dar una libertad en 
forma preceptiva y más rápida. No significa que el resto de las libertades anticipadas y provisionales no sigan 
funcionando y, seguramente, estas personas serán liberadas por este régimen, pero el año pasado en el 
COMCAR fueron liberadas 1.800 personas por libertad provisional, libertad anticipada, gracia, etcétera. 


Queríamos compartir con ustedes que el régimen excepcional de alguna manera recogió las sugerencias 
formuladas y que fue un trabajo importante armonizar las diferentes opiniones de los organismos consultados 
para que tuvieran lógica y no se contradijeran entre sí. La otra observación que marcaron dos organismos fue 
en lo que hace a la libertad anticipada a las dos terceras partes de la pena. Antes de 1993 nuestra legislación 
consagró que la libertad anticipada a las dos terceras partes de la pena fuera preceptiva, salvo opinión 
fundada de la Corte en contrario. Volvemos a esa situación con un ajuste que nos hace la Corte y que 
recogemos y está planteado en el proyecto. En cuanto al resto de las normas contenidas en él, no ha habido 
observaciones. Por el contrario, todas han sido de recibo para los organismos consultados. 


Para finalizar, queríamos compartir que en la última semana hemos hecho una recorrida por todos los 
establecimientos penitenciarios, básicamente la Dirección Nacional de Cárceles y algunos establecimientos 
departamentales, a los efectos de informar sobre este proyecto. La situación es de absoluta calma y 
tranquilidad en todos los centros penitenciarios. No existían las expectativas que creíamos y que, de alguna 
manera, se utilizaron como argumento para plantear como obstáculo a esta ley. Entendemos que los reclusos 
han comprendido las idas y venidas que ha habido y que ellos han visto a través de la prensa. Se les informó 
con relación al proyecto y nos llamó la atención -y lo evaluamos con los compañeros- que el tema de la 
libertad anticipada no fue sobre lo que más preguntaron o lo que más les preocupa. Les preocupa mucho más 
la redención de la pena por trabajo o por estudio, porque va a ser una norma que les permitirá romper con el 
ocio compulsivo que viven a diario. Por lo tanto, nos parecía importante compartir con ustedes que reina la 
calma. Inclusive, hemos preparado un instructivo para los reclusos y reclusas, porque el proyecto no es de 
fácil comprensión, máxime teniendo en cuenta que el 10% de la población carcelaria es analfabeta. Nos 


hemos reunido con los delegados y les pedimos que el proyecto fuera puesto en conocimiento del resto de la 
población reclusa. Quiero insistir en que el clima es de absoluta calma y que no hay más expectativas que las 
que de alguna manera el proyecto puede abarcar. 


SEÑOR NOVALES.- Cuando la doctora Rodríguez habla de los antecedentes cercanos, sobre todo 
desde el punto de vista geográfico, menciona a Argentina, donde dijo que las personas eran sujetos 
pasivos de una detención arbitraria. Quisiera saber a qué se refiere cuando señala "detención 
arbitraria". 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No me refería a personas detenidas arbitrariamente. Naciones Unidas tiene 
un grupo de trabajo sobre detención arbitraria, que lo que hace es visitar a los establecimientos de 
reclusión de los países que la integran, a los efectos de observar y monitorear condiciones de reclusión. 
No es que en Argentina haya condiciones arbitrarias; por eso utilizamos ese antecedente. Son presos 
comunes de los establecimientos de reclusión de las diferentes provincias de Argentina. Lo que hace el 
grupo de trabajo de la Naciones Unidas es visitar los establecimientos, donde constata los altísimos 
índices de hacinamiento y de prisionización que, lamentablemente, son menores que los nuestros. 
¡Ojalá que a Naciones Unidas no se le ocurra cruzar el charco y venir por acá porque, seguramente, 
tendríamos problemas en materia internacional, ya que como Estado estamos obligados a dar 
cumplimiento a los tratados internacionales que, por cierto, no estamos cumpliendo! Entonces, la 
recomendación concreta que hace el grupo de trabajo en Argentina es con relación a presos comunes 
de las cárceles provinciales de Argentina. 


SEÑOR NOVALES.- En realidad, esta ley tiene varios aspectos, muchos de los cuales personalmente 
comparto. La doctora expresó que en períodos pasados del COMCAR salieron 1.800 presos y que eso 
no provocó ninguna alarma pública. Entonces, desde el punto de vista administrativo y teniendo en 
cuenta la descompresión de las cárceles, si mejoramos ese tipo de cosas, ¿no se podría haber obviado 
los primeros artículos de esta ley? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Creo que esa es una consideración que no debería hacer en este momento. 
Se trata de una consideración no de corte jurídico, sino político. Lo que planteamos, 
fundamentalmente, es que estas 1.800 personas que salieron del COMCAR -están las estadísticas a 
disposición de ustedes- no generaron la alarma que está generando este proyecto de ley, principalmente 
porque la prensa no lo informa y porque es un dato que seguramente muchos de ustedes ni siquiera 
conocían; yo no lo conocía y pedí este dato hace dos días. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Pero esas salidas fueron graduales. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Sin duda que sí, pero estamos hablando de 300 personas por mes en el país, 
porque tenemos 1.800 personas en el COMCAR, más los establecimientos de la Dirección Nacional, 
más las cárceles departamentales. El tema es que, obviamente, si la prensa todos los días, además de 
contar los hechos delictivos que se suceden, dijera que ese día salieron 7 reclusos del COMCAR y 5 de 
Libertad, obviamente la sensación de inseguridad va a seguir elevándose. Entonces, más vale que no 
nos cuenten que están saliendo. Se están reinsertando y están saliendo porque, de alguna manera, han 
cumplido con determinados requisitos que la legislación procesal penal prevé. 


SEÑOR NOVALES.- Entonces, es perfectible y se puede seguir descomprimiendo las cárceles 
aplicando las normativas actuales mejorándolas administrativamente. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No es descomprimiendo, sino dando cumplimiento a la ley. Las personas que 
salen por libertad provisional o por pena cumplida, lo hacen no porque estemos descomprimiendo; no 
le estamos haciendo ningún favor al recluso; están saliendo por cumplimiento de la normativa vigente. 
Una persona que sale por la pena cumplida, lo hace porque dio cumplimiento a su condena. No 
estamos descomprimiendo, sino dando cumplimiento a la normativa penal vigente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el dato que falta dar es que entran más de los que salen. Con el 
sistema vigente, entran más que los que salen; no hay descompresión alguna. 


SEÑOR ESPINOSA.- En principio, no vamos a referirnos estrictamente al terreno de lo jurídico, cosa 
que supongo harán mis compañeros de bancada, pero sí haremos algunas reflexiones en conjunto. 


En las reuniones anteriores que mantuvimos con el señor Ministro y sus asesores planteamos el tema de la 
inseguridad y de la alarma pública y, ahora, vemos que el Gobierno no presta atención a lo que las encuestas 
están informando permanentemente acerca de la desaprobación pública que tiene este proyecto de ley. Desde 
nuestro punto de vista, este proyecto no soluciona el problema. No sé si entendí bien a la doctora cuando 
habló de hacer un favor o no al recluso, pero este instituto que se quiere aplicar no es el conveniente, porque 
tenemos profunda legislación vigente en la materia como para, indudablemente, mantener un orden y un 
criterio justo, respetando la norma jurídica, como puede ser la Ley de Penas Alternativas, el régimen de visita 
de cárceles, la Ley_N* 17.272, el actual mecanismo de libertad anticipada, la libertad condicional, el régimen 
de salidas transitorias, etcétera. Entonces, ¡si existirá abundante legislación vigente como para permitir al 
Estado uruguayo un equilibrio entre lo que son las acciones delictivas y lo que es el cumplimiento de una 
pena! Porque aquí estamos hablando de que los reclusos están allí porque han cometido un delito y ese delito 
lo ha sufrido alguien de la sociedad. Y da la apariencia de que el Estado, el actual Gobierno, enfoca la 
temática de los derechos humanos en una sola dirección. Y creemos que el conjunto de la sociedad también 
merece el respeto de que haya cierta reciprocidad en el manejo de ese tema de los derechos humanos. 


También hay que decir que las propias expresiones que trasmiten los medios de prensa en cuanto a si esto 
culmina o no en un proceso de descongestionamiento real que solucione algo, nos parecen muy aventuradas. 
Según la prensa, hay fuentes que citan que la propia Dirección Nacional de Cárceles mantiene 3.537 reclusos 
a la fecha. En el COMCAR, con capacidad para 900, hay 3.035 reclusos. Ahora se está previendo una 
liberación de unos 700 u 800 reclusos. Indudablemente, la mayoría de ellos van a ser reclusos de las cárceles 
departamentales, en virtud de que por la peligrosidad o por los delitos que han cometido quienes están 
instalados en Libertad y en el COMCAR, no se van a ver mayoritariamente beneficiados por este instituto. 
Vale decir que el porcentaje va a ser mínimo. Estamos hablando de unas decenas de reclusos que se 
beneficiarán en lo que es la zona sur del país. 


Por su parte, fuentes de la Dirección Nacional de Cárceles dijeron que: "Las condiciones de hacinamiento no 
van a cambiar un ápice en el COMCAR y en Libertad. Salvo que se apruebe un presupuesto interesante y con 
él, dos complejos carcelarios para 1.500 reclusos". Es decir que la propia Dirección Nacional de Cárceles está 
argumentando que quizás el proceso pase por la construcción de nuevos recintos penitenciarios que cumplan 
la normativa, los convenios internacionales y toda la fundamentación -que me parece maravillosa- en cuanto 
al respeto de los derechos humanos. 


Tampoco nos parece una solución seguir bajando las penas. Nos preocupa las modificaciones a algunos 
artículos del Código Penal, como la relativa a que son excarcelables delitos como la tentativa de hurto y la 
tentativa de violación, o la que se establece en el artículo 1%, acerca de que, para que quepa la aplicación de 
este instituto, la víctima de la violación debe tener más de dieciocho años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos recibiendo al señor Ministro del Interior, al señor Subsecretario y a 
los asesores de la Cartera. El proyecto de ley ya ingresó en la Cámara de Diputados, de modo que salió 
por completo de la órbita del Ministerio del Interior. Con el mayor respeto a las autoridades del 
Ministerio del Interior, ahora, los que vamos a decidir somos las señoras y los señores Diputados que 
integramos esta Cámara. Yo no voy a prohibir el uso de la palabra, sino que voy a respetar 
rigurosamente la lista de oradores. Cada cual es dueño de sus palabras hasta que las tiene a la altura 
de los dientes; después las palabras salen. 


En ese sentido, solicito, a efectos de que esta reunión sea beneficiosa para todos, que se formulen preguntas 
acerca del proyecto, porque esa discusión que se plantea la tenemos que dar en el Parlamento y ya no con las 
autoridades del Poder Ejecutivo presentes. El Poder Ejecutivo envió su proyecto. Entonces, pido que 
aprovechemos esta oportunidad. ¿Por qué decidieron las Comisiones en forma conjunta convocar a estas 
autoridades? Para conocer su opinión sobre el tema. El asunto de los dieciocho años es una discusión que a 
esta altura no tiene sentido, porque la bancada oficialista se puso de acuerdo y lo va a sacar. No es momento 
de discutirlo. Lo que corresponde es que las autoridades del Ministerio contesten nuestras preguntas. 
Además, reivindiquemos nuestra tarea; no somos dependientes del Ejecutivo sino que somos un Poder 
independiente. El Ejecutivo solo viene a decir lo que piensa; las posiciones políticas las vamos a dejar 
sentadas en la discusión que se dé en el seno de la Comisión y del plenario. 


Es una sugerencia. Por supuesto que quien esté anotado en la lista de oradores va a hacer uso de la palabra y 
va a decir lo que le parezca. Pero me parece que esta forma de manejarnos contribuiría mucho al trabajo del 
Parlamento. 


SEÑOR ESPINOSA.- Siguiendo con el criterio expresado por el señor Presidente, voy a redondear en 
una pregunta, que es muy clara. Quisiera saber si existe la posibilidad de otra alternativa. Comparto lo 
expresado por el señor Presidente -y quizás me esté por salir otra vez de lo planteado- en cuanto a que 
el proyecto de ley ya salió de la órbita del Ministerio, pero es un llamado a la reflexión. ¿No se podrá 
modificar sustancialmente el contenido de gran parte del articulado o reconsiderar esta situación en 
defensa de la seguridad de los ciudadanos? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Una breve respuesta y una reflexión. 


La asesora, doctora María Noel Rodríguez, habló de los antecedentes. Para completar el informe de este 
Ministerio, permitan que tengamos la posibilidad de explicar los contenidos del proyecto de ley, a partir de lo 
cual nos pueden formular preguntas en algún punto oscuro, no un debate sobre los textos. Como muy bien 
dijo el señor Presidente, ese es un debate que debe darse entre los señores Diputados. El Poder Ejecutivo 
simplemente ejerció su derecho a la iniciativa, pero la discusión y la definitiva aprobación o no de este 
proyecto de ley es competencia exclusiva del Poder Legislativo. A nosotros no nos corresponde entrar en ese 
debate, no somos parte de él. Tomamos la iniciativa y venimos a informarla para dejarla lo más clara posible. 
Todas las dudas, las discrepancias y las modificaciones que pretendan hacer deberán plantearse en el debate 
en Comisión y luego en el plenario de cada una de las Cámaras. 


Contestando brevemente la última pregunta, debo decir que tenemos muchas otras alternativas. El problema 
de la crisis humanitaria en nuestras cárceles y el modelo penitenciario, que se ha venido abajo y que ha hecho 
agua por todos lados hay que empezar a cambiarlo. Y hay muchas maneras de cambiarlo; no estamos 
empleando solo esta. Estamos convencidos de que esta, la de los primeros artículos -que no son los más 
importantes- es una contribución, aunque modesta, a una estrategia humanitaria en nuestras cárceles. Reitero: 
estos artículos referidos a la liberación provisional y anticipada, que son una copia casi textual, con algunos 
ajustes, al proyecto de 1985, es una manera de empezar a descongestionar. No es la única ni es lo más 
importante del proyecto. Lo más importante, inclusive para una estrategia nueva que vaya generando las 
condiciones para que no se vuelva a producir el congestionamiento, son los otros artículos, los otros institutos 
que incorpora el proyecto y que todavía no hemos tenido tiempo de informar y explicar, para que puedan ver 
que lo fundamental de la ley no son estos artículos sino los otros. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- La doctora Rodríguez decía algo muy interesante en cuanto a 
los antecedentes y ponía la referencia de Colombia. No tengo el gusto de compartir la referencia de 
Colombia. Si la referencia es Colombia, un país en semiguerra, preferiría que hubiera otro tipo de 
antecedentes. En realidad, no sé qué países del mundo utilizan una referencia de este tipo; ni Chile, ni 
Brasil, ni Argentina, ni España, ni Francia la utilizan. Si no fuera Colombia, ¿qué otro país podemos 
utilizar como referencia, como antecedente, que es algo tan importante en legislación comparada? 


Los números que tengo de la población carcelaria parten de un informe de la asesora del señor Ministro, de la 
doctora María Noel Rodríguez, en ILANUD. Son los números que ella ha manejado en algún momento. Allí 
se establece la población carcelaria cada cien mil habitantes. En Estados Unidos son 726, en Rusia son 606, 
en Uruguay y en Chile son algo más de 212, en Venezuela, Argentina, Colombia, Brasil tienen menos, 
aunque existe un incremento de la violencia importante. Sería importante compartir esta información entre 
todos porque no estamos en el peor de los mundos posibles, como decía Panglós. La cosa está muy mal, el 
hacinamiento carcelario es un problema y tenemos que buscar la solución. Compartimos el talante del señor 
Ministro al respecto, pero estamos tratando de encontrar garantías. La doctora María Noel Rodríguez dijo en 
"El Espectador" que hoy "las personas procesadas por tentativa de rapiña y tentativa de violación no pueden 
solicitar la libertad provisional y en este momento el sistema penitenciario cuenta con un altísimo porcentaje 
de personas que están procesadas por estos delitos. Entre los beneficiarios por la nueva ley estarían 
contemplados autores de homicidio simple, homicidio culposo y violación cuando la víctima es mayor de 18 
años", lo que ya está arreglado. Más adelante establece: "La iniciativa, además de liberar presos, pretende que 
menos infractores sean privados de libertad, al tornar excarcelables varios delitos". 


El nudo gordiano al que por lo menos yo voy -y se lo pregunto a la doctora- es si no deberíamos tener 
instrumentos o elementos que garantizaran -se lo preguntaba hace un momento al señor Ministro y agradecía 
los minutos que me dispensaba para evacuar algo de estas consultas- que efectivamente opera este 
mecanismo de rehabilitación en el que van a estar comprendidos todos los ciudadanos que se verán 
beneficiados con la libertad. El señor Ministro nos dice, con buena actitud, que vamos a tener al Instituto 
Nacional de Rehabilitación, ese gran proyecto del ex Diputado Díaz Maynard. Pero eso vendrá allá y, 
mientras tanto, los liberamos y no damos garantías a la sociedad de que esta gente está efectivamente 
resoclalizada, reintegrada. Es una pregunta dura, pero la tengo que hacer, porque si la planteo públicamente 
también la formulo aquí: si mañana alguno de estos ciudadanos comete una tropelía, un asesinato, algo, el 
Ministerio del Interior se tendrá que hacer responsable de este lío, porque los está liberando esa Cartera. Es 
un proyecto del Ministerio del Interior y el Parlamento levantará la mano. Me corrigen; debí decir el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Precisamente, el caso de Colombia lo señalé porque tuve la suerte de 
trabajar un año con el sistema carcelario colombiano y la referencia la hice a propósito. Si en un país 
que está en guerra, en un país con un sistema judicial tan severo como el colombiano, se utilizó el 
mecanismo de la descongestión -se llama ley de alternatividad penal y descongestión del sistema 
carcelario-, nos pareció que se trataba de un buen referente. En un país en guerra y con los niveles de 
conflictividad, violencia y delictivos brutales que tiene Colombia, el sistema pudo funcionar a partir de 
los dos tercios de la pena, y está la norma allí para consultar. No es que queramos el sistema 
colombiano -nada más lejos-, pero hay cosas para aprender, inclusive de los sistemas más brutales. Con 
el señor Diputado Chifflet siempre recordamos la excelentísima experiencia que tiene la organización 
de personas privadas de libertad dentro de las cárceles colombianas, que han logrado que no se maten 
entre ellos. Por lo tanto, hasta del sistema colombiano tenemos muchísimo para aprender y también del 
resto de América Latina. A veces cometemos el pecado de soberbia de pensar que en Uruguay tenemos 
cosas resueltas y que los centroamericanos y caribeños no las tienen. 


En lo que refiere a otros sistemas penitenciarios que hayan utilizado esta referencia, comentamos el caso de 
Argentina, donde el procedimiento está en camino. El propio doctor Zaffaroni, integrante de la Suprema 
Corte de Justicia, ha planteado lo que ellos llaman la determinación del cupo legal de los establecimientos de 
reclusión. No conocemos la sentencia de la Suprema Corte, pero estamos haciendo un seguimiento muy de 
cerca. Tenemos la demanda, que es por demás ilustrativa para compartirla. 


Hay recomendaciones de organismos internacionales, intergubernamentales o académicos, que han 
recomendado esta experiencia o esta posibilidad concreta de liberación. 


En lo que refiere a los índices de prisionización y hacinamiento, no me quedó en claro la pregunta. 
Lamentablemente, Uruguay, junto con Chile y Panamá encabezan los índices de prisionización en América 
Latina. En materia de hacinamiento también tenemos cifras absolutamente brutales, pero no comprendí la 
pregunta. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Era simplemente para dar relatividad -ahora que está todo el 
mundo contra el relativismo, algunos somos relativistas- a las cifras porque, es cierto, en el contexto 
latinoamericano estamos mal, pero mirado globalmente, en el mapa delictual planetario, en un mundo 
donde los delitos se incrementan y las cárceles se siguen llenando -esa es la tendencia y la realidad- yo 
ubicaba a Uruguay en un lugar que no era el peor de los mundos. De eso quería dejar constancia. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Las cifras de prisionización y hacinamiento entendemos que son dramáticas. 
El señor Diputado no quiere comparar la situación con Colombia y yo no la quiero comparar con 
Estados Unidos, seguramente el sistema más violador de los derechos humanos de las personas 
privadas de libertad, el que más cárcel utiliza, el que recurre a mayores penas y, por supuesto, el que 
más personas privadas de libertad tiene en su sistema. 


Entendemos que son dramáticas, en la medida en que tenemos más presos, en proporción, que un país en 
guerra como Colombia o que Venezuela o Centroamérica, con lo que implican los fenómenos de violencia 
social o de maras. Utilizamos más la prisión nosotros que países que tienen índices delictivos más fuertes que 
el nuestro, lo que debería llamarnos la atención: se nos está yendo la mano con la prisión preventiva. El señor 


Ministro lo ha planteado claramente: nosotros apostamos a medidas de corte alternativo, y ojalá el próximo 
proyecto que el Poder Ejecutivo pueda enviar al Parlamento sea una revisión y una ampliación de la ley de 
penas alternativas. 


En relación con las declaraciones en "El Espectador”, entendemos que armonizar la dosimetría del Código 
Penal y que las tentativas de todos los delitos sean castigadas de la misma manera implica consagrar 
principios básicos y generales del Código Penal. El legislador debe respetar principios del derecho penal y no 
puede ir priorizando cuáles son las tentativas que le parece que debe castigar en forma más severa. La 
tentativa está regulada por nuestro Código Penal y entendemos que los delitos deben regularse por las 
tentativas. Seguramente el doctor González pueda de alguna manera introducirse en el tema de las tentativas 
de rapiñas y las tentativas de violación. No es que hagamos juicios de valor en cuanto a que la tentativa de 
violación sea menos grave ni a que queramos castigarla menos. No abrimos un juicio de valor, pero decimos 
que las tentativas deben castigarse de la misma manera porque hay un artículo que nuestro Código Penal 
establece y de alguna manera queremos uniformizar los criterios de punibilidad en nuestra legislación. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Yo lo que planteé -porque el que avisa no es traidor- era quién 
se hacía responsable si alguno de estos ciudadanos, eventualmente, incurriera en reincidencia, que en 
nuestro país está por encima del 50%, como todos sabemos. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Tenemos anotadas todas las preguntas y obviamente tenemos la mejor 
intención de contestarlas en su totalidad. 


En lo que refiere a la rehabilitación, nuestro sistema no rehabilita y ha perdido todas las pruebas en lo que 
refiere a la reincidencia, que presenta índices comparativos altísimos en relación con la región. Con los 
técnicos que trabajan en los establecimientos estamos convencidos de que a mayor cantidad de tiempo dentro 
de la prisión la rehabilitación es cada vez más complicada, y hacer cumplir la pena entera a quien ya lleva 
dos tercios no va a garantizar -lo digo como ex funcionaria del sistema penitenciario- que esa persona se 
reinserte. Al contrario: cuanto mayor sea la privación de libertad y mayor sea la brutalidad con que el sistema 
trata a esa persona, mayor índice o mayor probabilidad de reincidencia habrá, especialmente en delitos más 
severos. Lo grave no es que reincidan; grave es lo que veíamos quienes trabajábamos allí como, por ejemplo, 
entrar a aquel muchachito por hurto o droga y más tarde reingresar por una rapiña con una brutalidad en la 
forma de comisión. Ese es el punto de preocupación: el sistema no solo no rehabilita sino que potencia y 
agrava el tipo de delitos que la persona vuelve a cometer. No creemos que el mero hecho de cumplir la 
condena satisfaga la posibilidad de que sea reinsertado. 


En lo que sí hay que trabajar urgentemente es en dignificar las condiciones de reclusión para no embrutecer 
más a estas personas y para implementar desde el inicio programas que tiendan a la rehabilitación y, por lo 
menos al principio, que traten de no deteriorar más a la persona que está en situación de encierro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero contestar al señor Diputado Washington Abdala. 


Estas liberaciones se establecen por una sola vez, en forma excepcional, en esta ley, como exactamente 
ocurriera en la ley de 1985. Lejos de salir bajo la vigilancia burocrática de presentarse durante determinados 
períodos ante la Policía, las personas liberadas van a salir contenidas por el Patronato -al que hemos 
fortalecido- y en forma gradual. De golpe salieron los liberados por la ley de 1985. Esta ley -una positiva 
sugerencia de la Suprema Corte de Justicia- incorpora el instituto de la gradualidad. Saldrán gradualmente y, 
entonces, el Patronato hará, para cada uno de ellos, un plan de asistencia y de vigilancia. Si la persona 
liberada no lo cumple va a perder este beneficio y directamente el Patronato pedirá la detención, la 
interrupción de este beneficio de la liberación, que se dispone por una sola vez. 


Por otro lado, también se están estableciendo los mecanismos de coordinación con el Plan de Emergencia 
para que los instrumentos de reinserción social que este implica beneficien al mayor número de estas reclusas 
y de estos reclusos que saldrán por esta ley en libertad, por una sola vez, en forma excepcional. Toda persona 
que es procesada un día entró y otro día va a salir, y la responsabilidad es siempre del modelo penitenciario. 
El de ahora es responsable de que más del 50% reincida. Pensamos que con este cambio vamos a bajar la 
reincidencia y es una apuesta que estamos haciendo. Estoy persuadido y convencido de que esta prueba, 
como la del año 1985, demostrará que con mayor asistencia y con mejor tratamiento, no solo del privado de 


libertad sino de su familia, vamos a lograr bajar sustancialmente las tasas de reincidencia. Eso va a marcar la 
bondad de este nuevo modelo penitenciario y criminal que pretendemos llevar adelante y va a poner en 
evidencia lo que todo el país ya sabe: que el actual modelo, lejos de rehabilitar, se ha convertido en la 
universidad del delito. 


SEÑOR ORTUÑO.- Sin ánimo de limitar las intervenciones de los legisladores, quiero hacer una 
sugerencia de procedimiento. De acuerdo con lo que ha planteado el señor Ministro faltaría completar 
la intervención central de la exposición que ha venido a hacer el Poder Ejecutivo a la Comisión. 
Sugiero que culminemos esa primera etapa introductoria y después continuemos con las intervenciones 
de los legisladores que, obviamente, incluyen preguntas y también valoraciones en general sobre el 
proyecto. Por lo tanto, nos parece que corresponde que el Ministerio en su conjunto termine de hacer 
su exposición. Además, resta la intervención del doctor José Luis González, que para nosotros es muy 
importante porque hace a los contenidos del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que seamos breves, porque a la hora 11 y 30 vamos a recibir 
a otra delegación. 


SEÑOR DA SILVA.- Felicito a la doctora Rodríguez por la solidez que tiene en la materia, aunque 
espero que nunca tenga que requerir sus servicios. 


La doctora Rodríguez no va a tener mayores responsabilidades políticas porque asesora al Ministro político 
de este Gobierno y es a él a quien le quiero hacer una pregunta. Como esta ley surge como consecuencia de 
un hacinamiento que se ha argumentado hasta el cansancio -todos los días vemos cómo el tema del 
hacinamiento es el quid de este proyecto-, se propone una liberación de determinados reclusos, aunque no se 
sabe el número exacto de los que se va a liberar. Este es el aspecto que legítimamente trato de defender; 
quizás el Ministerio del Interior prioriza los derechos humanos de quienes están recluidos y yo por mi parte 
quizás tenga el deber de priorizar otros derechos humanos. 


Quisiera preguntar al señor Ministro, como responsable político y autor de esta iniciativa, si con este 
proyecto él culmina con el hacinamiento carcelario. Es decir, si es la solución definitiva para el sistema 
perverso -según él denomina- que tenemos en el Uruguay. Si no fuera así, quisiera saber qué otros 
mecanismos podemos utilizar, porque el resto de la gente también incide en la realidad y quizás podamos 
llegar a tener un sistema carcelario igualmente perverso con esta ley. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Para nosotros, los derechos humanos son una prioridad de 
todas las personas que viven en el Uruguay. Los derechos humanos son de todos; no defendemos los de 
unos en detrimento de los de otros sino que defendemos todos los derechos humanos al mismo tiempo. 


Quiero decir que soy el Ministro del Interior y quien firma el proyecto; el Poder Ejecutivo es el que envía el 
correspondiente mensaje. Esto no quiere decir que yo no haya actuado en la confección de esta ley; he 
actuado así como también lo han hecho muchas personas que no son parte del Gobierno pero que tuvieron a 
bien arrimarnos sugerencias que reputamos útiles y que tratamos de sintetizar de la mejor manera posible. 


Ya he dicho que en materia de hacinamiento estos primeros artículos son una contribución más a toda una 
batería de medidas, como son las otras normas de la propia ley que en el corto y mediano plazo generarán, a 
través de este nuevo modelo, una tendencia no a la inflación penitenciaria de los últimos tiempos sino a una 
caída de esa curva impresionante. El señor Diputado dice que el tema del hacinamiento se ha repetido hasta 
el cansancio y nosotros decimos que son horribles las condiciones en que viven más de siete mil personas 
privadas de libertad. Nunca nos vamos a cansar de decirlo hasta el día que tengamos centros de reclusión en 
donde no se violen los derechos humanos. Entonces sí dejaremos de hablar de hacinamiento y de violación de 
los derechos humanos en los centros de reclusión de nuestra patria. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- La doctora Rodríguez dijo en una de sus últimas intervenciones que se 
nos va la mano con la prisión preventiva. Lo que uno recoge de la sensación térmica de la gente es que 
a quienes estamos en el sistema político se nos va la mano con la indefensión de la gente que es víctima 
de los atropellos de los delincuentes. Creo que son dos formas de ver la vida completamente distintas, 
aunque en algún punto puedan coincidir. 


Me gustaría hacer dos preguntas. Esta ley va a hacer lo que la Suprema Corte de Justicia realiza extendido en 
el tiempo, sin la obligación -porque lo hace cuando otorga la gracia; estudia caso por caso, y lo mismo hacen 
los Jueces y los Fiscales-, en una apertura de compuertas rápida y, diríamos, violenta. Sabemos cuál es la 
filosofía del proyecto y respetamos al idealista que es el señor Ministro del Interior, aunque no la comparta. 
¿Por qué cree la doctora Rodríguez que la Suprema Corte de Justicia es conservadora y se toma tiempo para 
el estudio de los casos y no adopta las decisiones que ahora va a establecer la ley en cuanto a hacer una suelta 
de presos? Y la respuesta también la podemos hacer extensiva a la actitud de los Jueces, cuando no dan la 
libertad a pesar de cumplirse -según el caso- la media pena o los dos tercios de la pena. La ley va a hacer de 
un saque -disculpen la expresión- lo que la Justicia no hace. 


La segunda pregunta va dirigida al señor Ministro. 


Creo que esto de alguna manera es el buque insignia del Ministerio del Interior y, en parte, del Poder 
Ejecutivo. Pienso que, lamentablemente, dentro de no mucho tiempo este buque insignia se irá a pique, y 
averiguar las causas será tarea de los arqueólogos submarinos, como vemos a veces en algún canal 
especializado en estos temas. Desearíamos que no, pero creemos que, lamentablemente, va a ser así. 


Si en ocho o diez meses la idea del Ministerio del Interior, del Poder Ejecutivo, de descomprimir el 
hacinamiento de las cárceles, de humanizar el sistema carcelario, no da resultado y no se logra el objetivo 
central, que es la descompresión de las cárceles, equilibrándose nuevamente la situación -como sucede con 
aquella ley de física de los vasos comunicantes- y volvemos a la población carcelaria que hoy tenemos, ¿ cuál 
es la solución que el Ministerio del Interior, el Poder Ejecutivo, nos va a dar a los ciudadanos? ¿Va a haber 
una ley de descongestionamiento de las cárceles número 2? Si el 50% de la gente que es liberada reincide-no 
de la que va a ser liberada ahora, sino de la que tradicionalmente es liberada-, a lo que agregamos la compleja 
disposición del delito en los últimos tiempos -llámese pasta base, globalización del delito o los medios que el 
delito tiene para muchas veces imponerse a las autoridades-, más las características actuales del delito, es 
probable que dentro de ocho o diez meses volvamos a ver equilibrada la población carcelaria con referencia 
al día de hoy. ¿La decisión del Ministerio será: "dos platos de sopa", es decir, la ley número 2 de 
descongestionamiento de las cárceles? 


Esas son las dos preguntas, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero al señor Diputado que la pregunta relativa a la Suprema Corte de 
Justicia la haga mañana, ya que sus integrantes concurrirán a la Comisión. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- No; yo se la quiero hacer a la doctora Rodríguez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, le vamos a dar el uso de la palabra, pero si yo fuera la doctora 
Rodríguez, eso no lo contestaba. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Que decida la doctora Rodríguez, que es corajuda y lo va a contestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, lo va a decidir ella, pero mañana van a concurrir los 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia a la Comisión y le puede preguntar por qué tiene ese 
criterio. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Lo voy a hacer, pero voy a invertir la pregunta. 
SEÑOR CÁNEPA.- Quisiera hacer una aclaración por una cuestión de orden. 


El señor Diputado García Pintos sabe mejor que quien habla, porque es un experiente legislador, que a quien 
debe dirigir las preguntas es al señor Ministro, que es quien ha sido invitado junto con el Subsecretario y los 
asesores. No se puede hacer preguntas directas a los asesores. El señor Ministro es quien decide quién 
contesta las preguntas. 


Solamente por un tema de orden, de cómo funciona la Casa -y el señor Diputado preopinante lo conoce muy 
bien- quería dejar constancia de que las preguntas son dirigidas al señor Ministro. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Es cierto; lo que dice el señor Diputado Cánepa desde el punto de vista 
reglamentario es así. Pero el señor Diputado Cánepa, quien tiene una auspiciosa carrera política y 
legislativa por delante, va a ir viendo que después acá hay que bajar a la realidad y a veces estas cosas 
son normales; inclusive, a veces otras cosas mucho peores son normales. Por lo tanto, creo que el señor 
Ministro autorizará, o no, a la doctora Rodríguez. Preferiría que la primera pregunta me la contestara 
la doctora Rodríguez porque para el señor Ministro hice otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es raro que el Presidente coincida con el señor Diputado García Pintos, pero 
en lo del porvenir brillante del Diputado Cánepa estoy de acuerdo con él. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo voy a contestar las preguntas formuladas por el señor 
Diputado García Pintos. 


Con respecto a la preocupación por los presos y por la sociedad indefensa, debemos decir que estamos 
preocupados por ambos aspectos. Nos interesa mucho el tema de la seguridad. Esta nueva política criminal 
apunta a fortalecer las políticas de seguridad ciudadana y no el actual modelo, que la ha perjudicado 
notoriamente, porque cuanto más demagogia punitiva se desarrolló en el país, más inseguridad se pudo 
comprobar. 


Con relación a los temas del Poder Judicial, nosotros, el Poder Ejecutivo, somos respetuosos de los demás 
Poderes del Estado y no nos corresponde entrar a juzgar su proceder. 


Por otra parte, el buque insignia de nuestra política criminal no es esta ley sino la de creación del instituto 
nacional de rehabilitación. Lo hemos dicho aquí y fuera de aquí; lo hemos dicho permanentemente. Esta es 
una ley que tiende a cooperar en el descongestionamiento de las cárceles. Las otras normas, por su desarrollo, 
también van a ayudar a inclinar la curva ascendente y convertirla en curva descendente. Los hechos dirán 
quién de los dos tiene razón. 


Preferimos equivocarnos haciendo una apuesta humanitaria y modernizadora del sistema a seguir 
permaneciendo en la equivocación de este modelo obsoleto, que tanto daño le ha hecho a la seguridad 
pública, como es el modelo penitenciario que pretendemos cambiar y que vamos a cambiar. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El señor Ministro no respondió la segunda pregunta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está respondida. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- No la respondió. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Responáí diciendo que el buque insignia es la ley de creación 
del instituto nacional de rehabilitación, y no estamos pretendiendo hacer una ley 2 después de esta ley. 
No está en el horizonte de este Gobierno, porque confía en la bondad de la segunda parte de la ley, que 
es la permanente y la más importante. Esa es nuestra apuesta en esta ley, no la apuesta liberadora. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me gustaría iniciar mis palabras con una reflexión. 


Aquí estamos hombres y mujeres políticos. Me parece que estamos recibiendo una decisión política del Poder 
Ejecutivo de un cambio de visualización o de planteamiento de cómo focalizar una política de seguridad que 
tiene diferentes etapas, independientemente de que yo comparta o no cómo se presentaron las etapas a la 
población. 


A veces, cuando se inician estos debates parece que se diera una competencia entre quienes estamos a favor 
de los derechos humanos de quienes están adentro y de los que están a favor de los derechos humanos de los 
que están afuera, cuando en realidad se tiene que plantear ese justo equilibrio que tiene que existir en una 
sociedad y que, en el caso de la distribución de las Carteras, es claro que esa responsabilidad corresponde al 
Ministerio del Interior. 


Desde esa filosofía que se nos plantea del Poder Ejecutivo, nos interesa saber particularmente cómo se 
trabaja el tema del afuera. Porque, concomitantemente con las medidas que se tomen en la interna del sistema 
y que tienen que ir trabajándose en esa preparación para el afuera, nos preocupa mucho si quienes van a 
continuar con el trabajo están realmente dotados de los insumos para llevar adelante esa política de 
rehabilitación y de sostén en el afuera, ya sea con el recluso que va a salir como con su familia y el entorno. 


Primero, hay que trabajar las causas, que es un tema que no escuché en los últimos tiempos que se 
determinara. Quienes estamos visualizando este tema como un problema de Estado y de derechos humanos, 
creemos que lo primero que hay que trabajar son las causas. 


En segundo término, se habla de un cambio de filosofía dentro del sistema penitenciario, lo que compartimos. 
Como decía el señor Ministro, nos parece que ese un tema de etapas y que implica una cadena de elementos, 
pero nos preocupa que esa cadena esté aceitada y que podamos decir que se está trabajando en el adentro, en 
la rehabilitación y en la descompresión -que puede venir a través de varios instrumentos-, y también dando 
insumos adentro y preparando el afuera. Aquí se da un rol muy importante al Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados pero no se lo puede dejar solo; hay que ver qué insumos se le dan, y esa es una de 
mis preguntas. Quisiera saber cómo se está trabajando para fortalecer al Patronato porque, de lo contrario, 
por mejor voluntad que tenga es muy difícil que pueda llevar adelante una tarea que no es nada fácil, porque 
no solo hay que trabajar con el recluso sino con la familia y el entorno social; de lo contrario, 
indefectiblemente, no vamos a poder bajar el índice de reincidencia, que me parece que es una de las apuestas 
fuertes en las que hay que trabajar. Por eso, en cuanto a esta decisión política que nos está trasladando el 
Poder Ejecutivo, me interesa saber qué grado de consistencia y aceitamiento tiene ese andamiaje, porque 
nosotros podemos compartir filosóficamente una ley, pero si no está todo preparado como para que sea 
efectiva, el aporte no estaría siendo tal. 


Quisiera hacer dos preguntas más. La asesora del señor Ministro del Interior decía que quienes participaron o 
fueron consultados en la elaboración de este proyecto comparten en su totalidad lo que nos ha sido enviado. 
Por lo menos para esta legisladora es muy importante saber si la Suprema Corte de Justicia y todos los 
operadores consultados, efectivamente, desde su perspectiva, comparten no solo la filosofía sino lo enviado, 
porque así pareció desprenderse de lo expresado y me gustaría que se aclarara. 


Tampoco me parece menor aquello de cómo se manejan y presentan a la sociedad todos estos temas de 
cambio de filosofía por parte del Poder Ejecutivo. Porque es cierto que hay inseguridad ciudadana y 
sensación de inseguridad ciudadana, y para todos estos procesos de cambio se precisan socios. Con 
honestidad intelectual debo decir que realmente me parece que no se está siendo claro en el traslado de lo que 
significa este cambio para la población. En el marco del equilibrio del que hablamos me parece muy bien el 
ahínco con que defienden esto, desde una filosofía de especialización en el Derecho Penal y Penitenciario 
quienes focalizadamente trabajan estos temas, pero nosotros nos tenemos que instalar en lo macro, 
considerando una política de Estado y de defensa interna de ciudadanos que han tenido la desgracia de 
cometer un delito y también de quienes están afuera. Uno siente que todo esto forma parte de un único 
proceso y que tiene que ser acompañado también por la sociedad. Y una sociedad que recibe un proyecto de 
ley en situaciones de inestabilidad por la inseguridad y la sensación de inseguridad que siente me parece que 
tiene que ser preparada de otra forma, y ese también es un rol que tiene que asumir el Ministerio del Interior. 


Entonces, nos gustaría terminar focalizando la atención en eso: en cómo preparamos el traslado de este 
cambio filosófico a una sociedad que está teniendo problemas de inseguridad reales y, además, sensación de 
inestabilidad -lo que no es menor en una sociedad- y, por otro lado, en ese andamiaje. Porque, además, en un 
Estado en el que cuesta mucho el intercambio y el trabajo coordinado entre las distintas Carteras 
ministeriales, me parece que este asunto no corresponde exclusivamente al Ministerio del Interior sino que 
hay otros operadores que quisiera saber qué grado de interacción tienen. Por ejemplo, supongo que el 
Ministerio de Economía y Finanzas tendrá que estar acompañando todo lo que va a implicar alguna movida 
presupuestal. También deberá estar involucrado el Ministerio de Desarrollo Social porque, según nos decía el 
señor Ministro, parte de esta población que va a salir va a tener que contar con el ingreso ciudadano o se 
deberá incorporar a alguno de los distintos programas de esa Cartera. Entonces, reitero que me preocupa el 
afuera, es decir, cómo va a responder el andamiaje indispensable para que esto sea exitoso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Con respecto a la intervención de la señora Diputada 
Argimón, quiero decir que partimos de amplias coincidencias desde el punto de vista filosófico, como 


ella ha reconocido. Con relación a la multicausalidad que tiene el fenómeno de la criminalidad en el 
Uruguay y en cualquier parte del mundo, esto no se resuelve solo con políticas penitenciarias sino con 
políticas de todo el Estado, y los diversos Ministerios están implicados en esta difícil labor de mejorar 
la seguridad pública y disminuir los índices de criminalidad. Están implicados todos los Ministerios y 
la propia sociedad, ya que sin ella -sin esos socios, como decía la señora Diputada- tampoco podemos 
llevar con éxito no solo esta nueva política criminal en nuestro país sino cualquier política que se 
quiera implementar. Siempre la mejor política es aquella que obtiene el mayor consenso, respaldo y 
protagonismo de la sociedad y, en ese sentido, me complazco en señalar otra coincidencia: los distintos 
Ministerios están implicados; firmaron este proyecto de ley. Desde un comienzo trabajamos con el 
Ministerio de Desarrollo Social para utilizar -en el buen sentido de la palabra- el Plan de Emergencia 
como uno de los elementos de contención, de encausamiento y de asistencia a las personas liberadas 
por este procedimiento. Y en el propio Presupuesto nacional quinquenal, en que vamos a presentar esta 
meta del Ministerio del Interior, la de la humanización y modernización del sistema penitenciario 
figura como una de las tres principales de esta Cartera, para cuyo cumplimiento estamos pidiendo los 
recursos necesarios -dentro de la escasez existente- para ser coherentes con nuestra política en este 
sentido. 


Respecto a lo más inmediato, que es si se aprueba la ley y en forma gradual y ordenada empiezan a salir estas 
personas, nosotros estamos dando al Patronato -que por esta ley, como en la de 1985, es la institución 
encargada de la asistencia y vigilancia de los liberados- el personal, los recursos informáticos y financieros 
que nos ha pedido; todavía no hemos completado esto pero hemos avanzado mucho. Se trata de un instituto 
que tiene mucha más experiencia ahora que la que tuvo en 1985, cuando debió atender una salida masiva - 
todos a la vez- de quienes habían cumplido la mitad de la pena; en ese caso se trataba de todos, sin ninguna 
exclusión de ningún delito fuerte. Es evidente que detrás del delincuente que ha cometido delitos de gran 
envergadura hay una potencialidad mayor de que los vuelva a cometer que la que se da en el caso de aquellos 
jóvenes que han cometido uno o dos delitos menores, que también por esta ley van a salir en libertad. Pero en 
proporción van a ser muchos menos y vamos a tener un Patronato con mucha más experiencia y recursos 
humanos y financieros acoplados, además, al Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social. 


¿Qué estamos pensando nosotros para la política de rehabilitación, que es un mandato constitucional y de los 
Tratados internacionales? Estamos pensando en dos direcciones. Por un lado, en convertir la reclusión en 
establecimientos penitenciarios, en la forma progresiva como ya se viene aplicando, porque como bien sabe 
la señora Diputada no todos los establecimientos penitenciarios son de alta seguridad sino que hay de media 
o mínima seguridad, o de mínima abierta; esa es una tendencia a la progresividad que vamos a apuntalar y 
desarrollar. Pero también estamos apuntando a que la ley de penas alternativas, tal vez mejor desarrollada y 
con los recursos que sean necesarios, conviertan a la cárcel en el último recurso y no en el único para 
enfrentar, como ocurre hoy en día, a los que han transgredido la ley. Esta será una diferencia sustancial con lo 
que hoy desgraciadamente tiene el país. 


¿Qué dijeron los operadores que hemos consultado? Como la señora Diputada, han compartido la filosofía. 
Naturalmente, cada una de estas instituciones hizo propuestas diferentes y el proyecto trató de contemplar las 
que estimamos mejores. Con seguridad, restan diferencias, o quizás los hayamos convencido -no sabemos 
exactamente- con la redacción final. Ustedes los llamarán, y leeremos con mucha atención las versiones 
taquigráficas de las comparecencias de todos ellos porque nos serán muy útiles. Nosotros hicimos el mayor 
esfuerzo en cuanto a ser sensibles a esas sugerencias, y si ustedes estudian el borrador de fines de mayo y lo 
comparan con el proyecto que hemos presentado ahora, verán muchas incorporaciones que mejoraron la 
versión inicial. Por eso, cuando lo presentamos dijimos que no comprometía la opinión final, porque 
estábamos seguros de que los operadores penitenciarios que, naturalmente, sabían mucho más que quien 
habla de la problemática penitenciaria, nos iban a ayudar a repensar el proyecto y a mejorarlo. Creo, sin 
vanagloria porque no me siento su autor, que es un gran proyecto de ley que espero que sea aprobado por el 
Parlamento nacional. 


SEÑOR CAL.- Quiero hacer una sencilla pregunta. 


Partiendo de la base de que la finalidad que persigue el proyecto consiste en lograr un sistema nacional de 
penitenciaría con un cambio de filosofía en cuanto al trato al recluso, y también, evidentemente, bajar los 
niveles de reincidencia, quisiera saber qué pasa con los reclusos que desde hace años gozan del beneficio de 


las salidas transitorias pero no han logrado una sentencia y, por ende, tampoco una libertad anticipada. Esto 
hace que su situación personal y familiar se vea menoscabada al extremo, y, en consecuencia, no pueden 
acceder a su libertad. ¿No sería sensato y razonable que se incluyera en este proyecto o que se tomara en 
consideración la situación de aquellos reclusos que ya tienen un tiempo considerable de salidas transitorias, 
que no salen para delinquir, porque creo que ese es el gran temor de la sociedad. Pienso que en base a un 
determinado período de goce de salidas transitorias en las que haya demostrado su capacidad, su ánimo de 
reinsertarse en la sociedad, sus ganas de sobrevivir y de salir adelante, sería sensato otorgarle el beneficio de 
la libertad anticipada. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El único comentario que podemos hacer al respecto es que nos parece una 
idea excelente que, inclusive, tiene argumentación desde el punto de vista criminológico. 


No previmos la situación de personas que estuvieran con salidas transitorias, pero sí incorporar al régimen 
excepcional de libertades a personas que estuvieran procesadas. A eso se debe toda la descripción que figura 
en los primeros artículos del proyecto: en el caso de que estuvieran procesadas con acusación fiscal, y si no 
hay acusación fiscal, con el máximo de la pena. Ahora está en manos de los legisladores considerar una 
previsión especial para el caso de aquellas personas que teniendo salidas transitorias han hecho buen uso de 
ellas, sin haber tenido problemas en relación al reintegro o a la demora de su reintegro. Sin duda, desde el 
Ministerio lo evaluamos como altísimamente positivo, porque es la muestra de que una persona ya está apta 
para reinsertase a nivel social en al medida en que está haciendo uso de salidas transitorias. La dificultad más 
grande para el recluso es pasar de la salida transitoria familiar a la laboral. Por lo tanto, muchas veces, una 
libertad anticipada o provisional en esta situación permitiría una reinserción laboral efectiva. Entonces, nos 
congratulamos de la propuesta del señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Anunciamos que se retira el señor Subsecretario debido a una actividad a la 
que debe concurrir. No se debe a una descortesía sino a su nutrida agenda. Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala el señor Subsecretario del Interior) 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Como seguramente ocurre con todos los señores Diputados, a esta 
altura tenemos una opinión preliminar de este proyecto que deviene de su primera lectura y de los 
planteamientos públicos que se vienen efectuando. 


Queremos aprovechar la presencia del señor Ministro y de la delegación que lo acompaña a los efectos de 
consultar aspectos que hacen a la médula del proyecto, a su teleología, y a la eficacia que, de acuerdo con su 
propia lógica, puede alcanzar en la consecución de sus objetivos, independientemente de que terminemos 
compartiendo la filosofía y los instrumentos que aquí se proponen y que posteriormente serán motivo del 
análisis de los legisladores. 


Concretamente, todos compartimos los objetivos que procura el proyecto; en cuanto a la mayor o menor 
eficacia, que es una valoración que debemos hacer los legisladores a la hora de definir nuestra posición con 
relación a los instrumentos, quisiera hacer dos consultas concretas. La primera tiene que ver con las medidas 
de carácter coyuntural, es decir, la modificación del sistema de libertad anticipada y provisional que apunta a 
un descongestionamiento inmediato o a una medida que ayudaría en esa dirección. Francamente, por la mera 
ecuación numérica, se nos genera una duda muy concreta. Se afirma que el déficit en esta materia implica 
que en el Uruguay haya una población carcelaria que es el doble de la capacidad edilicia que tiene nuestro 
sistema carcelario. Por otra parte, se anuncia que como consecuencia de las medidas de carácter jurídico- 
penal establecidas en la primera parte del proyecto serían liberados 700 u 800 reclusos. Haciendo una mera 
operación aritmética, llegamos a la conclusión de que eso solo no resuelve el problema, ni siquiera en parte. 
Nuestra duda se agranda en la medida en que hoy las estadísticas indican que los niveles de reincidencia son 
de por lo menos un 50%. Entonces, uno sensatamente puede preguntarse si la reincidencia de muchos de esos 
reclusos liberados sería inevitable en este caso, por lo menos en la proporción que marcan las estadísticas. 
Esta es la primera consulta. Está claro que con eso solo no arreglamos ni siquiera en parte el problema sino 
que, eventualmente, podríamos mejorar el déficit, en la propia lógica del proyecto, pero sería algo transitorio, 
porque la reincidencia nos conduciría a agravar el saldo en los términos que el proyecto quiere corregir en 
primera instancia. El segundo aspecto relacionado con esto es que, por lo que expresaba el señor Ministro, en 
el proyecto de ley en su conjunto se plantean medidas que apuntan a las distintas fases que él decía 


componen la política carcelaria que el Gobierno está procurando definir y llevar adelante, algunas de carácter 
coyuntural, como las que mencionábamos, otras de carácter estructural, vinculadas con la redefinición del 
sistema penitenciario, con la participación indispensable del Instituto Nacional de Rehabilitación, como 
asimismo con las mejoras de carácter edilicio, las inversiones que el Gobierno se propone realizar en los 
centros de reclusión. 


Mi pregunta es si hay un estudio de sustentabilidad, si está debidamente analizada la consistencia desde el 
punto de vista profesional. Tampoco pretendo, por supuesto, que se haga futurología, pero presumo que entre 
las medidas coyunturales inmediatas, que son estas -que importan, desde ya, aumentar un riesgo para la 
seguridad pública, porque implica la liberación de presos- y las de carácter estructural -que por definición son 
de mediano y largo plazo, porque estamos hablando de inversiones de carácter edilicio, de crear institutos que 
hoy no existen, de reforzar mecanismos de contención social, que supongo que llevará un tiempo concretar- 
el Ministerio y el Poder Ejecutivo explican la consistencia, la concordancia y la relación entre esas distintas 
fases en términos de que nos puedan conducir al objetivo final. Este es el que, por supuesto, compartimos, es 
decir, mejorar la condiciones de reclusión, proteger los derechos humanos de toda la sociedad y, por cierto, 
también los de los reclusos, que nadie niega que deben ser motivo de atención por parte los poderes públicos. 


Queremos saber si realmente este es un esfuerzo que, desde el punto de vista del Ministerio, conduce a estos 
objetivos y en qué sustenta el Ministerio su posición con relación a esto, teniendo en cuenta que, en todo 
caso, las medidas que son de aplicación inmediata por sí solas -y creo que por definición- no resuelven ni 
siquiera en parte el problema, sino que, inclusive, pueden generar un problema diferente, que no es ya el que 
atañe a la situación interna en los centros de reclusión, sino que es el que atañe a la seguridad ciudadana del 
conjunto de la población. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Algunos aspectos de la pregunta ya han sido expuestos acá con 
claridad y surgen muy claramente del proyecto y del mensaje del Poder Ejecutivo. 


Respecto a los efectos de esta medida, que yo he llamado transitoria o coyuntural, de cooperar con el 
descongestionamiento, efectivamente, los números de estas libertades preceptivas andan en ese entorno que 
maneja el señor Diputado. Si bien en términos del conjunto de los establecimientos va a tener una relativa 
importancia, será significativo en el COMCAR, que es el establecimiento que tenemos peor desde el punto de 
vista del congestionamiento, por el tipo de delitos que allí se están purgando. De cualquier forma, el 
descongestionamiento no opera solamente por estas libertades preceptivas que se disponen a partir del 
antecedente del año 1985, o siguiendo básicamente el antecedente del año 1985, sino que opera por el 
cumplimiento en el corto plazo, pero sobre todo en el mediano plazo, de las otras disposiciones y los otros 
institutos que incorpora la ley y que yo estoy deseoso de que los explique con solvencia técnica -que yo no 
tengo- el doctor José Luis González. Todavía no hemos llegado a eso, pero créame que por aplicación de 
estos institutos, algunos en el corto plazo -porque van a habilitar libertades provisionales, ahora vedadas- y 
también otros institutos más en el mediano plazo, van a estimular vía estudio y vía trabajo el achicamiento de 
la pena que, definitivamente, va a cumplir cada uno de los penados, que es otro instituto modernizador de 
nuestro sistema, que va a dar también su fruto. 


Aprovecho para decir que, más allá de las dificultades que hemos tenido en explicarlo -tiene razón la señora 
Diputada Argimón en el sentido de que tenemos que extremar esfuerzos para que esta ley sea mejor 
comprendida por la opinión pública-, cuando se han hecho encuestas concretas sobre los contenidos de la ley, 
estos de los que estamos hablando y a los que se referirá el asesor, el grueso de la población muestra una gran 
comprensión, mucha más que la que hemos recibido en otros lugares. No se crean que las medidas 
humanizadoras y modernizadoras no cuentan con respaldo de la opinión pública, sino que cuentan con ese 
respaldo; lo que pido es que llegue el momento en que nosotros podamos arribar a la parte más importante 
del informe, que es explicar el proyecto de ley, porque ya es la hora 11.45 de la mañana. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Me voy a referir en forma sintética a los aspectos procesales y al contenido de 
la ley, a los efectos de dejar margen para alguna aclaración o pregunta. 


En este sentido, creo que es bueno rescatar que lo que trata la ley es de armonizar a través de diversos 
institutos un sistema de derechos y de garantías, tanto para las personas que están privadas de libertad como 
para la ciudadanía en general. Esto se da cuenta, en primer lugar, porque el proyecto de alguna forma 


adelanta las libertades o el beneficio de las libertades que serán concedidas en corto, mediano o largo plazo a 
algunos de los internos que aquí se mencionan. Se excluye, además, un tipo de comisión de delitos graves o 
muy graves de una lista taxativa que se encuentra en el primer articulado y, como compensación o como 
armonía a ese egreso, también se establece una suerte de contención social a través del Patronato, por medio 
de un sistema de vigilancia. Ese sistema de vigilancia, además, opera como un conductor de la persona que 
egresa y, de alguna forma, también está tratando de reinsertar, o tratará de reinsertarla socialmente a través de 
otra disposición que contiene el proyecto, que es incluir un porcentaje en los pliegos de licitaciones públicas 
que a partir de la sanción de la ley se puedan generar, referido a aquellos que estén inscritos en una bolsa de 
trabajo. 


Por otro lado, se ha establecido también con la mayor precisión técnica lo referente a las distintas etapas en 
que se encuentra una persona privada de libertad para determinar el régimen. Las distintas etapas, por 
ejemplo, el estado de la causa, es el sumario, el plenario o, eventualmente, la unificación de penas. El 
sumario es el estado o la etapa que comienza con el dictado del auto de procesamiento hasta el momento en 
que el Fiscal determina la acusación o, eventualmente, hasta que el Fiscal solicita el archivo del expediente, 
por entender que no hay mérito para eso; es lo que técnicamente se conoce como el sobreseimiento. En esta 
etapa, lo que se ha considerado es el criterio de un guarismo de tres años que, si bien es arbitrario, no es 
caprichoso. ¿Por qué se ha establecido un plazo de tres años como límite? Porque se ha considerado una 
suerte de promedio con relación a las penas. Nosotros contamos con que casi el 80% de los delitos que se 
cometen en el Uruguay son delitos contra la propiedad -hurtos, rapiñas, copamientos- y que los promedios de 
penas podrían situarse en tres, cinco u ocho años. Entonces, se estableció una suerte de promedio de seis 
años, del cual el plazo mínimo de tres años es para valorar el tiempo privado de libertad que ha tenido el 
recluso. Por ejemplo, partimos de la hipótesis de que si se trata de un delito con una pena que supera los tres 
años, se otorgará la libertad a las dos terceras partes de la pena. Supongamos que el máximo del delito por el 
que está siendo juzgado sea de nueve años. Las dos terceras partes equivalen a seis años. Partimos de la base 
de que si una persona transita por el sistema de administración de justicia y lleva seis años privado de libertad 
sin que se haya pronunciado sobre ella una sentencia o una absolución, el Estado debe intervenir a los efectos 
de resolver esa situación, porque por la ley, la Constitución y los pactos internacionales así lo establecen. 


En la otra hipótesis, de que sea inferior a los tres años, partimos de otro criterio que es el de considerar la 
mitad de la pena. Supongamos un delito cuya pena sea de veinticuatro meses, si el recluso ha cumplido doce 
meses de privación de libertad, se entiende que ese es un tiempo razonable como para que exista una 
liberación o un criterio técnico de liberación. 


Igual criterio se ha utilizado en las otras etapas del proceso, desde la etapa del plenario -que comienza con el 
pedido formal del Ministerio Público, del representante del fiscal de la pena- hasta el dictado de la sentencia. 
En ese período se aplica el mismo criterio. Si la pena máxima solicitada por el fiscal es superior a los tres 
años, la libertad también se otorgará cumplidas las dos terceras partes de la pena; si es inferior, se otorgará a 
la mitad de la pena. 


Igual criterio se utilizará durante el período de la unificación de pena. La unificación de pena es un instituto a 
través del cual se trata de armonizar los diversos delitos cometidos por una persona en una pena única. Es una 
suerte de sumatoria del castigo que se impondrá por la diversidad de acciones delictivas cometidas. 


También se ha tratado de determinar, conjuntamente con este sistema, una suerte de medidas provisionales 
que, en esencia, son de contenido sanitario. En la legislación vigente existe la posibilidad de que el Juez, en 
el caso de los procesados, otorgue la privación de libertad no en un establecimiento de detención carcelario 
sino en otro establecimiento de detención. Lo que se incluye en este proyecto es que este derecho también lo 
tengan los penados. ¿En qué hipótesis? Por ejemplo, el artículo 30 del Código Penal establece que en 
situaciones especiales, en las que podría estar comprometida la salud psíquica de una persona, el Juez puede 
disponer su ingreso a un establecimiento sanitario, a un hospital penitenciario que, como no lo tenemos, 
generalmente es el Vilardebó. A través de este proyecto el Juez contará con mayores elementos técnicos para 
considerar también aquellos casos límite de personas que se encuentran con enfermedades terminales, como 
VIH o cáncer. Se prevé la posibilidad de que no solamente estén en otro establecimiento de atención sino en 
su propio domicilio. 


Esta posibilidad también se ha establecido para el caso de las mujeres embarazadas. En Uruguay la población 
reclusa femenina es un porcentaje muy menor al de la población masculina. En este caso se establecen pautas 


como para que la reclusa pueda cursar parte de su embarazo en su domicilio. A su vez, también se establece 
un sistema de garantías según el cual solamente se podrá ausentar del domicilio para atenciones sanitarias. Es 
decir que se dispone una suerte de regulación que trae como contrapartida el reintegro al establecimiento de 
detención si la reclusa no cumple con lo establecido. 


Por otro lado se establecen modificaciones al Código del Proceso Penal y a la Ley de Seguridad Ciudadana. 
¿Por qué? Porque se trata de armonizar la liberación en un acto jurídico con el proceso de liberación 
tradicional. También hay un proceso de liberación a través de la libertad condicional y de la libertad 
anticipada. La libertad condicional -establecida en el artículo 9” del proyecto- es aquella que se tramita 
cuando una persona ha sido condenada pero se encuentra en libertad ambulatoria, por ejemplo, porque se ha 
solicitado la libertad provisional. Entonces, es la Suprema Corte de Justicia la que debe determinar si esa 
persona debe gozar la libertad que tiene en este momento, libertad ambulatoria, o si debe ser reintegrada a la 
cárcel. Para ello se establecen criterios normativos para determinar si esa persona pudo rehabilitarse, para 
conocer el alcance de su condición actual, como si está trabajando, etcétera. 


Luego coadyuva el otro sistema, el de la libertad anticipada -establecido en el artículo 10-, en el que se 
establece la preceptividad de la Suprema Corte de Justicia cuando se ha cumplido las dos terceras partes de la 
pena, salvo -lo establece a texto expreso el proyecto- que no se haya podido ver un síntoma de rehabilitación. 
Creo que esto es importante en la medida que casi todas las normas del proyecto están orientadas a buscar 
una rehabilitación de la persona que goza o va a gozar del beneficio. 


Asimismo coadyuva un régimen de salidas transitorias... 
SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿Puedo formular una pregunta? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos pasados de la hora y la siguiente delegación está esperando afuera. 
El señor Diputado Washington Abdala puede formular su pregunta, pero pido comprensión para 
poder finalizar esta reunión. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El doctor está informando el papel de la Suprema Corte de 
Justicia. En estos casos, ¿la Suprema Corte de Justicia se tiene que expedir? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Indefectiblemente se tiene que expedir. Sin duda alguna. Lo que sucede es que 
al llegar a las dos terceras partes de la pena se establece en forma preceptiva que debe conceder la 
libertad, salvo que, como dispone el artículo 10 y por resolución fundada, no haya signos de 
rehabilitación del condenado. 


Decía que este aspecto que coadyuva a las dos libertades también está establecido con las salidas transitorias 
que prevé. Aquí se trata de mejorar el sistema actual. En las etapas en las que debe transitar la solicitud se 
establece que la autoridad carcelaria va a enviar los informes al Juez. También se establece una especie de 
pena por un retardo en la reincorporación al establecimiento de detención, que luego va a incidir en el tiempo 
para solicitar la libertad anticipada. 


Por otro lado, en relación con los aspectos penitenciarios e institucionales, hay un sistema de redención de la 
pena cuya base u origen surge también del derecho comparado. Se trata de estimular el trabajo y el estudio de 
las personas privadas de libertad, que es una buena medida para combatir el ocio, que es uno de los grandes 
problemas del hacinamiento. Están establecidos cada dos días de trabajo, un día de libertad. 


De la misma manera coadyuva una suerte de inserción laboral para el egreso, en coordinación con el 
Patronato. Además, en este sentido lo que el proyecto trata de armonizar es la situación de las víctimas. No 
solamente tenemos que considerar el efecto del delito en relación con el propio imputado o responsable, sino 
el efecto del delito que produce o provoca en las víctimas. De allí que se crea una comisión que asesorará a 
las víctimas del delito, también con miras a que, cuando se llegue a la posible reforma del Código del 
Proceso Penal también se incluya el derecho de las víctimas a integrar los procesos penales. En este sentido, 
el proyecto finalmente concluye con la propuesta de la creación de dos comisiones integradas por diversos 
operadores del sistema, que van a tratar de reformular las bases para la reforma de un Código del Proceso 
Penal y de un Código Penal. ¿Por qué motivo? Porque se entiende que no es suficiente liberar personas ni 


establecer un entorno de vigilancia o ayuda poscárcel, sino que es necesario, también, coadyuvar con el 
sistema procesal penal, adaptándolo a los nuevos criterios de la política procesal; muchos códigos y muchas 
legislaciones de la región -especialmente latinoamericana- también ya han llegado a esos procesos. Esas 
instancias aspiran a que exista una modificación en la Suprema Corte de Justicia, de manera que pueda estar 
integrada por salas. En la actualidad, en cambio, recae sobre cada Ministro la responsabilidad de responder 
sobre diversas materias. Quizá sea técnicamente mejor que cada sala responda por la materia específica en 
que está. También habría que impulsar la reubicación institucional del Ministerio Público, de manera de saber 
si debe permanecer dentro de la órbita del Poder Judicial o si debe asignársele alguna otra función 
institucional. 


Esta será otra cuestión, en el ámbito de las reformas procesales que se debatirán o no en su momento. 


SEÑOR ESPINOSA.- Apoyando la propuesta del Patronato, quiero trasladar una pequeña inquietud. 
El Patronato pudo ubicar nada más que cien empleos el año pasado y tiene una bolsa de espera de unos 
trescientos aspirantes. Habiendo incursionado Uruguay en la modalidad de los trabajos comunitarios, 
temporales, ¿no podría ser una buena medida de contención, a la espera de que se pueda aplicar el 
artículo 13 de inserción laboral de las personas liberadas, buscar a través del Estado una modalidad de 
esta naturaleza para que en ese tránsito que habrá entre la promulgación de la ley hasta que 
efectivamente se puedan insertar estos reclusos haya una medida de contención intermedia? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Ni qué hablar que todo lo que contribuya a la reinserción es 
un aporte significativo. Nosotros ya tenemos desde el Patronato la experiencia de convenios para 
trabajos comunitarios con algunos Centros Comunales Zonales de la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Pretendemos -vamos a hablar de eso mismo mañana mismo con el señor Intendente 
Municipal de Montevideo- que se extienda a todos los Centros Comunales Zonales y también a todas 
las Intendencias Municipales del interior -aunque la presión de liberación va a ser mucho más 
reducida porque son cárceles con mucha cantidad de reclusos y muchos menos serán quienes se 
beneficiarán de esta excarcelación-, en aras de articular medidas de inserción a través del trabajo 
comunitario para todas las personas que salgan como consecuencia de esta ley y también en lo 
sucesivo, porque el problema de la reinserción social es un tema permanente, no derivado de la ley sino 
del sistema penitenciario que finalmente el país tenga. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro del Interior y sus asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro del Interior y asesores) 
(Ingresa a Sala la delegación del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados) 


——— Las Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y de Derechos 
Humanos tienen el honor de recibir a las autoridades del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, 
doctora Jacinta Balbela -quien ha sido una maestra para todos nosotros-, doctores Jaime Chaffer y Francisco 
Zorrilla de San Martín y a la señora Cristina Gil. 


El motivo de la convocatoria es conocer la opinión del Patronato sobre esta ley, cuyo título oficial es 
"Libertad provisional y anticipada" y que se está conociendo como ley de humanización y modernización del 
sistema carcelario. 


SEÑORA BALBELA.- A pesar de lo que dijo el señor Presidente soy solo una humilde funcionaria, no 
técnica pero sí entendida en Derecho Penal. Durante toda mi vida ejercí la materia penal dentro del 
Poder Judicial. Luego accedí a un concurso de Naciones Unidas. En Costa Rica seguí durante cinco 
años estudiando materia penal, tratamiento del delincuente y prevención en representación de las 
Naciones Unidas. De manera que lo que puedo ofrecerles es la experiencia que tengo de más de 
cuarenta años en esta materia. 


Quiero agradecer a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada 
con la de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes la posibilidad de que el Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados exponga los puntos esenciales del proyecto del Poder Ejecutivo sobre libertad 
provisional y anticipada, interviniendo cuando le corresponda en la propuesta, respecto a libertades de 
penados y procesados, a los propósitos en los que se confirma la voluntad de hacer realidad la inclusión del 
recluso en la vida de relación mediante la vigencia plena de los derechos humanos en nuestra sociedad. 


Nuestra Directora General, la señora Cristina Gil, brindará un informe técnico, producto de varias instancias 
de discusión en el plenario de nuestro Patronato, sin la presencia de nuestro Presidente, don Oscar Ravecca, 
que se encuentra en Italia gozando de una merecida licencia. 


Estoy segura que al señor Ravecca el tema lo va a tomar de sorpresa, pero impuesto de su tradicional e 
inquieto espíritu en bien de los encausados y los procesados, también estamos seguros de que avalará 
nuestras reflexiones. No obstante su ausencia, contando con la adhesión de todos los compañeros me 
permitiré formular varios puntos a consideración de los ilustres convocantes. 


En primer término, expresamos nuestro beneplácito por la iniciativa del Poder Ejecutivo y, en especial, por la 
sensibilidad de nuestro señor Ministro del Interior en abordar un tema socialmente doloroso pero 
políticamente polémico 


Expresamos nuestro propósito de brindar lo mejor de nuestras energías en lograr los fines que preside nuestra 
institución, cuya raíz está en la Constitución de 1934 y sobre esa base contribuir a instrumentar una política 
de Estado eficaz en el ámbito carcelario. 


Como lo señalaba el inolvidable Pérez Aguirre, es necesario separar, aislar, tener claro que el problema de los 
derechos humanos en la cárcel y a su egreso siempre debe ser considerado desde la doble perspectiva del 
derecho formal, de la palabra escrita, de la Constitución, de la ley, de los reglamentos y desde la regulación y 
protección de los derechos específicos de los privados de libertad, tanto procesados como penados, y sus 
obligaciones correlativas, como de aquellos que emanan de su calidad de persona humana, sus derechos 
humanos intangibles e inalienables como toda persona humana. 


La reciente sanción de la ley de voluntariado social, aún no promulgada, nos permitirá lograr la colaboración 
de la sociedad en la resocialización de los penados y de los procesados, colmando una sentida aspiración: la 
de eliminar la exclusión de ambos núcleos, reintegrarlos a una vida útil, sin discriminación, sin 
resentimientos, sin rebeldías, sin reincidencias. La tarea será difícil para el Patronato, pero muy técnica a la 
par que colectivamente edificante, porque en ella intervenimos todos los integrantes del Patronato, técnicos, 
administrativos, auxiliares, hombres y mujeres de nuestro instituto, que desde hace ya más de setenta años ha 
mantenido vivo el ideario constitucional de la Constitución de 1934. 


Pero es necesario señalar que de la forma como se han previsto las excarcelaciones, resulta imprescindible 
una estrecha relación con el Poder Judicial y los demás Poderes del Estado. Ha sido positivo el intercambio 
de información entre las oficinas judiciales y nuestro instituto. Una práctica que se inició en el año 1988 y 
que la Suprema Corte de Justicia ha continuado a través de la Oficina de Ejecución de Sentencias es tener 
una relación bastante estrecha con nuestro Patronato. Pero será necesario extender ese sistema a los futuros 
liberados provisionales, procedimiento que deberá establecerse necesariamente por ley y que deberá ser 
gradual para evitar el congestionamiento de las situaciones tanto en el ámbito judicial como en el 
administrativo del Patronato. 


Instruye para la reflexión de todos el recuerdo de aquel precepto hebreo: "Acordaos de los presos como si 
estuvierais con ellos encarcelados". 


Para quienes hemos vivido durante más de cuarenta años el dolor, las necesidades y las virtudes de nuestros 
encausados, seguiremos luchando por ellos con la esperanza de su resocialización. Todo puede ser discutible, 
pero será positivo, aun cuando estamos impuestos de las dificultades económicas del país, de la gravísima 
situación carcelaria que estamos atravesando y de nuestras propias carencias financieras. El esfuerzo del 
señor Ministro por superarlas nos lleva a valorar la expectativa de los Poderes públicos con optimismo 
respecto al éxito que se propone. Solo aspiramos a la comprensión que emana de nuestro informe técnico. El 
trabajo de nuestros técnicos, sociólogos, médicos, abogados y contadores resulta para nosotros el soporte 
imprescindible para comenzar la tarea. 


No somos ni seremos un instituto de caridad. Solo pretendemos que las fronteras simbólicas dentro de un 
orden carcelario preestablecido y absoluto deben ceder ante el impulso de los derechos humanos. Es 
necesario pasar del modelo de la exclusión al de la inclusión socializadora y humanizante. Esto es obra de 
nosotros, todos los uruguayos, y no de nadie más. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Agradezco a la doctora Balbela y a todo el equipo la amabilidad 
de darnos parte de su tiempo. 


Tengo algunas preguntas para hacer, muy lentamente, cuya contestación se pueda cursar en su oportunidad, 
porque quizás no está toda la información disponible y uno es sensato y entiende que las cosas son así. 


Estaba pensando lo que había dicho la doctora Balbela en cuanto a la gradualidad. La verdad es que, en este 
caso, lo compartimos. 


SEÑORA BALBELA.- Entiendo que es muy importante. 


Evita lo que nosotros llamamos embotellamiento y la necesidad de que cada uno -de acuerdo con lo que 
dispongan los Jueces, porque son ellos quienes disponen la libertad- pueda salir en condiciones que nosotros 
podamos atender. 


La señora Cristina Gil va a plantear el aspecto técnico de nuestra obra, y me parece que es necesario que se 
espere para hacer las preguntas, porque se podrá apreciar cuál va a ser el desempeño del Patronato desde el 
punto de vista administrativo. 


SEÑORA GIL.- Voy a hacer algunas pequeñas puntualizaciones para dar una idea de qué es el 
Patronato y cómo está funcionando. Después, pasaré a explicar qué es lo que se propone hacer el 
Patronato una vez aprobada la ley. 


El organismo cuenta a la fecha con 39 funcionarios, 20 de los cuales son técnicos profesionales, que deben 
cumplir una carga horaria de veinte horas semanales cada uno. El Ministerio del Interior, recurriendo a los 
pases en comisión, nos ha proporcionado dos psicólogos, un asistente social, un abogado, cinco 
administrativos y un custodio. Y ante la imposibilidad de obtener más funcionarios ha autorizado el 
otorgamiento de sesenta viáticos mensuales para posibilitar más horas de trabajo de los técnicos que ya 
trabajan en el organismo. 


El crédito presupuestal del Patronato hoy es de $ 1:615.993, y hay que tener en cuenta que de esos fondos 
anualmente se destinan $ 540.000 -casi un tercio del total- a mal asistir a los diecinueve Patronatos 
departamentales, ya que Tacuarembó tiene dos Patronatos porque tiene dos cárceles, una en Tacuarembó y 
otra en Paso de los Toros. A cada Patronato se le otorga un monto de $ 2.500 por mes contra la presentación 
de facturas de compra; resalto que solo les damos $ 2.500 por mes. Cabe consignar que el referido apoyo 
económico fue dispuesto por la Comisión Honoraria ante la total carencia de recursos de los Patronatos 
departamentales, sobre los que el Patronato Nacional solo ejerce la superintendencia técnica; debería ejercer 
la superintendencia técnica y no el apoyo económico. 


El Ministerio del Interior nos ha comprometido un apoyo económico, un refuerzo de rubros, por una única 
vez, de $ 300.000, que aspiramos a poder aplicar, casi en su totalidad, a la documentación, el apoyo y la 
inserción laboral de los liberados por esta ley. 


Merece especial atención la situación de los Patronatos departamentales, porque con los recursos de los que 
estamos hablando poca cosa van a poder hacer, y en el interior también se van a liberar presos. Hay que tener 
en cuenta que los Patronatos departamentales están integrados por personas de buena voluntad, en carácter de 
honorarios, y deben contar, como mínimo, con un administrativo y un asistente social rentado, y un lugar 
donde instalar su sede y poder trabajar. Todo esto está en manos del Ministerio del Interior y me consta que el 
Ministro está haciendo ímprobos esfuerzos por tratar de proporcionar esos recursos. 


Vemos de vital importancia para cumplir la tarea que se nos está encomendando la articulación del Patronato 
con el Ministerio de Desarrollo Social, para analizar el ingreso de esos liberados como beneficiarios de los 
distintos componentes de sus programas. De igual manera, la coordinación con INDA hará posible liberar 
rubros que hoy aplicamos a la compra de alimentos, posibilitando la entrega de una canasta de emergencia. 


El equipo técnico del Patronato ha elaborado un plan de acción para dar cumplimiento a los cometidos de la 
ley y para ordenar el trabajo se propone hacerlo en dos etapas bien diferenciadas. Una primera etapa es en el 
propio establecimiento de reclusión. De acuerdo con lo que oportunamente propuso el Patronato, un 
funcionario del organismo entrevistaría al futuro liberado en el establecimiento de reclusión dentro de las 72 
horas previas a su liberación real. En esa instancia y luego de imponer al recluso de las que serán sus 
obligaciones -de acuerdo con el artículo 102 del Código Penal- se le hará un relevamiento primario de datos, 
fijándole día y hora para su primera presentación en la sede del organismo. Esta actividad previa a la libertad 
nos permitirá, además, coordinar anticipadamente con el Plan de Emergencia para identificar a aquellos que 
cumplan los requisitos para recibir el famoso ingreso ciudadano. Es decir que estamos tratando de adelantar 
pasos para que en el momento en que la persona acuda al organismo ya tengamos algo para ofrecerle. 


En virtud del escaso personal con que contamos se están haciendo gestiones ante el Colegio de Abogados y la 
Facultad de Ciencias Sociales para obtener el concurso de profesionales jóvenes que se avengan a llevar a 
cabo las entrevistas en los establecimientos para no distraer horas técnicas del organismo en esas entrevistas 
que, de hecho, casi son una rutina administrativa, porque implican llenar un formulario que ya está hecho. 


La segunda etapa de este abordaje sería en la sede del Patronato. En la primera entrevista social en la 
institución, el liberado y el técnico -que pasará a ser su referente- estudiarán conjuntamente las distintas 
problemáticas que se presenten como escollo para una adecuada inclusión social. Nos referimos tanto a la 
inclusión suya como a la de su núcleo social, porque debemos recordar que el Patronato atiende al liberado y 
a su familia, así como a la familia del recluso. Desde siempre el abordaje del Patronato viene siendo integral, 
contemplando a todo el grupo familiar. 


Por ejemplo, se pueden dar casos de carecer de documentos, no reconocimiento de menores, no tener carné 
de asistencia de Salud Pública o de salud, así como recursos para lograr una alimentación básica. En este 
último caso se entregaría el carné de INDA y toda la documentación se les da en forma gratuita. Aclaro que 
se les proporciona el carné de INDA por una única vez porque luego se los ayuda a gestionarlo y obtenerlo 
por su cuenta, ya que intentamos darles herramientas para la autogestión. En los casos extremos está prevista 
la entrega de una canasta de emergencia. El Padre Monzón concurrió al Patronato hace algún tiempo y se 
comprometió a establecer lo que él mismo llamó una cuenta corriente con el Patronato, que consistiría en 
tener en un depósito alimentos y víveres secos a los que podamos recurrir con cierta agilidad y libertad para 
cubrir estas necesidades urgentes. 


En el caso de que el liberado desee ingresar en la bolsa laboral el técnico referente le dará día y hora para 
entrevistarse con los encargados de la misma. Al momento de ingresar a la bolsa laboral el asistido debe tener 
cédula de identidad, carné de salud y carné de asistencia; esos son requisitos mínimos para obtener un 
empleo. ¿De qué sirve presentar a una persona a una entrevista de bolsa laboral cuando no tiene los requisitos 
para poder emplearse? 


Si se trata de una persona que desee capacitarse en algún oficio se le proporcionará la oportunidad de ingresar 
en cursos de capacitación ofrecidos por la JUNAE, que tiene convenio con el Patronato. Previamente deberá 
haber asistido al taller educativo laboral que ofrece el organismo, en el que se trabajan habilidades tales como 
hacer un currículum, buscar en los avisos clasificados un trabajo acorde con sus capacidades, solicitar una 
entrevista laboral y presentarse correctamente cuando la obtiene. Estos son hábitos que parecen menores pero 
que a la hora de encarar un trabajo o una entrevista laboral son un plus y se convierten en un menos si no los 
tiene. 


El organismo cuenta con dos convenios educativo laborales con la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Hoy por hoy, estos ocupan en forma estable solamente a 17 liberados. Sería muy importante reproducir estos 
convenios con todos los Centros Comunales Zonales en Montevideo y las demás Intendencias Municipales. 
En ese sentido, el señor Ravecca había solicitado una entrevista con el hoy Intendente de Montevideo, la que 
no ha podido tener lugar en virtud del viaje de Ravecca, pero cuando regrese se restablecerán los contactos. 
Esto sería importante porque estos convenios laborales proporcionan la posibilidad de tener una persona con 


un salario, obligada por el convenio a concurrir al organismo y hacer uso de una cantidad de servicios que se 
le brindan para facilitarle la vida y hacer que pueda reinsertarse más normalmente. 


Obtenido un trabajo, que puede ser en otra empresa, es muy común que la persona pueda no tener dinero para 
los boletos del primer mes, por lo que en esa ocasión el Patronato les entrega los boletos. Aclaro que no se 
entrega dinero sino boletos; el sistema del Patronato siempre es el de entregar el elemento y no el dinero 
porque sabemos que muchas veces el dinero no llega al destino para el cual fue entregado. En ese caso el 
asistido se obliga a reintegrar los recursos que se le dan con el primer salario, con el segundo, y en las cuotas 
que crea necesarias. 


Va a ocurrir que se presente un liberado que tiene un oficio pero que carece de las herramientas mínimas para 
ejercerlo. Puede ser el caso de sanitarios, electricistas, limpiavidrios u otros oficios que requieren 
herramientas menores pero que el individuo no pude comprar. En ese caso el Patronato le proporcionará las 
que pueda adquirir para que este pueda reiniciar sus actividades. Históricamente el Patronato entregaba a 
título de préstamo esas herramientas y el asistido se comprometía a reintegrar su costo. Veremos si podemos 
volver a hacerlo aunque hace algunos meses -por no decir más de un año- que no podemos hacerlo; no 
entregamos las herramientas porque carecemos de recursos. Por ese motivo decimos que fundamentalmente 
queremos aplicar el aumento de rubros que nos va a dar el Ministerio a esas iniciativas laborales. 


Muchos de los liberados, sus familiares, hijos, esposas y concubinas requerirán asistencia psicológica, la que 
se podrá brindar en el organismo o por medio de derivaciones que el Departamento Psicológico efectúe. 
Asimismo, muchas de estas personas carecen, por ejemplo, de cobertura odontológica. Obviamente, el 
Patronato no tiene odontólogos, pero por lo menos puede explicar a estas personas cuáles son los recursos 
que ofrece la comunidad. Muchos de ellos ni siquiera están en conocimiento de que pueden concurrir a la 
Facultad de Odontología. En fin; hay muchas gestiones que las personas ni siquiera saben que pueden hacer. 
Creo que es la parte más importante de la función que cumple el Patronato: orientar a las personas a recurrir a 
las cosas que la comunidad ofrece. 


Actualmente, el servicio carece de recursos para brindar coberturas como, por ejemplo, apoyar en cuanto a 
una prótesis y a mil necesidades que van a presentar desde el punto de vista sanitario. En esos casos se deberá 
coordinar con el Plan de Emergencia y los componentes de los programas que atienden el problema de los 
asentamientos precarios, de las personas en situación de calle y de la emergencia sanitaria. Hablo de personas 
en situación de calle porque un número nada despreciable de esos liberados tendrá problemas de alojamiento. 


Muchas veces las personas carecen de familia o, como se dice vulgarmente, esta se ha borrado o los ha 
borrado. Por su condición de delincuentes o por otras razones, esa familia no será continentadora de ese 
individuo. Otros tendrán problemas de vivienda y necesidad de mejorarla. A veces, cuando el liberado sale, la 
mujer está viviendo en un pequeño rancho en un asentamiento precario y el espacio que tiene alcanza 
exclusivamente para ella y los niños o algún otro familiar que vive con ellos. Históricamente, el Patronato 
apoyaba la construcción de viviendas con determinados requisitos. Ahora habrá que recurrir al programa de 
vivienda y de alojamiento del Plan de Emergencia. 


Estamos intentando hacer todas estas coordinaciones muy conscientes de que el Ministerio de Desarrollo 
Social está con muchas dificultades y no nos ha podido prestar la atención que requeriríamos, pero confiamos 
que en el correr del tiempo iremos pudiendo coordinar y articular respuestas. 


Asimismo, muchos de los liberados carecerán de ropa de uso personal para sí y sus familiares dependientes. 
La proveeduría del organismo se nutre de colchones, camas, frazadas y calzado adquirido en plaza. 
Asimismo, cuenta con prendas confeccionadas en su taller de costura, tales como equipos deportivos, túnicas 
y ajuares para bebés, que siempre vende a un tercio de su valor real, de su costo. Por otra parte, las prendas y 
bienes que el Patronato recibe como donación siempre los dona, a su vez; no las vende. Solamente vende lo 
que compra, pero a un tercio de su valor. Esas prendas recibidas en donación son entregadas a las personas 
más carenciadas. 


Finalmente, el Patronato tiene un departamento jurídico que está a disposición para tratar todos aquellos 
temas que no tengan que ver con la causa penal. Los abogados del Patronato atienden asuntos como 
desalojos, lanzamientos, tenencia de menores, etcétera, que son problemáticos para los asistidos y se hace en 
forma honoraria. 


Dimos una visión global de lo que pensamos hacer y estamos a su disposición. 
SEÑOR ABDALA (don Washington).- ¿A cuántos liberados está atendiendo hoy el Patronato? 


SEÑORA GIL.- Mensualmente concurren por primera vez -son las personas que nosotros decimos que 
abren carpeta en el Patronato- entre 70 y 80, pero eso no quiere decir que los que ya estaban se vayan. 
Ese es el gran tema del Patronato. A pesar de que todos los esfuerzos apuntan a que el hombre o la 
mujer se autogestionen, la realidad del país está sumamente difícil y no es fácil encontrar gente que con 
el apoyo del Patronato pueda despegar definitivamente. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).-¿A cuánto asciende la cifra global de personas que atiende el 
Patronato? 


SEÑORA GIL.- Tenemos no menos de 5.000 o 6.000 de lo que nosotros llamamos carpetas vivas, es 
decir, de personas que están siendo atendidas en forma más o menos sistemática. 


Cuando describí las tareas del organismo me faltó explicar cuál fue la experiencia que ya ha hecho el 
Patronato con la aplicación de penas alternativas, que es lo que nos ha dado pie para armar esta dinámica de 
trabajo que pensamos tener con los liberados por esta ley. El Patronato atiende gente a demanda; nadie está 
obligado, vienen los que quieren, los que lo necesitan y saben de su existencia, porque lo triste es que muchas 
veces no saben. Pero sí están obligadas a concurrir al Patronato las personas que han sido procesadas sin 
prisión y deben cumplir una pena alternativa bajo su control, muchas veces con aplicación de tareas 
comunitarias. Toda esta dinámica de trabajo tiene muchos años en el Patronato, porque a pesar de que la ley 
todavía no tiene dos años de aprobada, lo viene haciendo desde 1994, sin amparo legal pero con el 
conocimiento de los jueces, que eran quienes nos derivaban los casos. Esto nos ha permitido hacer un 
ejercicio de acompañamiento de estas personas que están obligadas a concurrir al organismo y pulir algunos 
temas que realmente nos facilitan hoy encarar esta tarea tan importante que tenemos que cumplir. 


También hay que aclarar que una de las grandes dificultades que está teniendo el Patronato con las penas 
alternativas y las personas que concurren por iniciativa propia es el tema de las adicciones. Tenemos que 
saber que las personas recluidas siguen consumiendo en prisión -como es público y notorio- y van a venir al 
organismo en condiciones que veremos cómo hacer para manejarlas. Eso hay que tenerlo muy presente. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Le planteo algo con mucha franqueza: si cuentan con 39 
funcionarios, a los que se suman los que le va a transferir el Ministerio del Interior, que son 
aproximadamente 12, ¿serán suficientes? Como este es el "día ante la Corte", preferiría que nos 
dijeran si falta gente, a los efectos de que la bancada de Gobierno analice el tema con la oposición. 
Inevitablemente hay algo que va a pasar, y quienes somos abogados tenemos alguna idea al respecto. 
Hasta ahora el Patronato ha tenido un perfil muy bajo, pero en el futuro no será así. Ahora es la 
superestrella del momento, sobre la que va a recaer toda la responsabilidad del seguimiento de los 
liberados. Quiere decir que una vez aprobada la ley, ipso facto, esas 700 personas van a estar allí, 
automáticamente les van a ir a tocar el timbre y hay que hacer una medición muy afinada de los 
recursos humanos para absorber esa demanda porque, si no, van a estar en un lío. 


SEÑORA GIL.- Obviamente, comparto lo que dice el señor Diputado, con la diferencia de que no van a 
venir a tocar el timbre sino que están obligados a hacerlo, y nosotros obligados a recibirlos y a 
brindarles algún tipo de acompañamiento. No sé con qué palabras tengo que decir esto; 
oportunamente conversamos con las autoridades del Ministerio y me consta que han hecho ímprobos 
esfuerzos por apoyarnos. Nadie está más interesado que el Ministro del Interior en que esta gestión del 
Patronato sea exitosa y, además, es una dependencia de su Ministerio. Pero concuerdo con el señor 
Diputado: el personal que tenemos es escaso, esos rubros de viáticos que nos acuerda el Ministerio van 
a incrementar la hora técnico en un 12%, que es poquísimo. Hasta ahora es lo que hemos podido 
obtener, y confiemos en que con el transcurso del tiempo otros organismos apoyen. No es mi cometido 
dar una respuesta a eso. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Hoy en la Asamblea General aprobaremos como Comisionado 
Parlamentario al doctor Garcé, que ha sido la persona designada; y está el Presidente Chifflet, por lo 
que estamos bastante contentos todos, porque es un enlace entre el Parlamento y buena parte de la 
sociedad y seguramente también con el Patronato. Allí implementamos algunos mecanismos; sugiero 
que el Presidente de la Comisión y la Secretaría les remitan el proyecto. Para tratar de dar soporte al 
Comisionado Parlamentario inventamos algunas soluciones no muy originales; se trata de darle un 
soporte institucional con funcionarios. Me parece que es ahí donde debe meter cabeza la bancada de 
Gobierno: en dar soporte al Patronato con los mecanismos que sea, la redistribución funcional, el pase 
en Comisión, etcétera. Ustedes verán, y nosotros reflexionaremos con ustedes, pero me parece que ahí 
está el quid de la cuestión. 


SEÑOR ESPINOSA.- No quería dejar pasar la oportunidad de saludar y reconocer públicamente el 
trabajo y la labor que durante tantas décadas ha desarrollado el Patronato a nivel nacional, lo que nos 
llena de orgullo. 


Quería hacer una pequeña reflexión. ¡Menuda responsabilidad tienen ante la indudable aprobación de este 
proyecto de ley! Ustedes señalaban algo en cuanto a la gradualidad, a lo que me quiero referir y formular una 
pregunta. Todos sabemos de las dificultades que tiene el Patronato para obtener empleos. Anteriormente 
citaba que de 100 empleos que se consiguieron el año pasado, 73 correspondieron a mujeres, 
fundamentalmente en tareas domésticas. También estamos en conocimiento de las dificultades que tienen los 
hombres para conseguir empleo; la lista de espera es muy importante. En ese sentido también estamos en 
conocimiento de que los convenios vigentes son insuficientes y aspiramos a que se puedan complementar. 


El artículo 4” del proyecto establece algo que es claro y contundente: que de aprobarse este proyecto de ley 
existirá un plazo no mayor de sesenta días para esa liberación, que se otorgará en un régimen que se 
determinará oportunamente; podrá ser por orden alfabético o como sea. Indudablemente, con lo que han 
manifestado ustedes, se va a producir un embotellamiento. Hoy ya le cuesta al Patronato manejar las cifras 
normales y naturales. No quiero embretar a ninguno de los representantes del Patronato, pero simplemente 
quisiéramos saber cuál es el plazo que ustedes sugerirían, si tuvieran posibilidad de hacerlo, porque tal vez 
sea un elemento muy oportuno para introducir alguna modificación si eso fuera necesario. Creo que para 
ustedes eso es muy relevante. 


SEÑORA BALBELA.- Respecto a la necesidad de tener una coordinación con el Poder Judicial porque 
nosotros nos vamos a encontrar embotellados, les comento que antes se van a encontrar en esa 
situación los 18 Jueces Penales. Entonces, precisamente, hay necesidad de establecer por ley la 
gradualidad. Eso es importantísimo. 


SEÑORA GIL.- El número que sería fácilmente abarcable por el Patronato no sería más de 50 nuevos 
casos por semana, manteniendo -como estamos obligados a hacerlo- la atención que ya estamos 
brindando a los casos que se presentan. Estoy hablando de un número importante. Supongo que 
habrán prestado atención sobre la cantidad de cosas que tiene que hacer el Patronato en cada uno de 
estos casos para brindar una asistencia. Y no me refiero a la tarea administrativa que eso también 
implica; en ese sentido, he oído por ahí que vamos a tener que ir a buscar a la gente a la casa. No; no es 
la idea. Nosotros no vamos a ir a controlar a las personas en sus domicilios, pero sí tenemos que llevar 
un control para ver si se están presentando en tiempo y forma, de acuerdo con lo que les propuso el 
organismo. Eso también implica una tarea administrativa. 


SEÑOR CÁNEPA.- Compartiendo la preocupación planteada -nos congratulamos de que los 
Diputados de la oposición y anteriormente Gobierno hoy estén tan preocupados de que el Patronato 
tenga los elementos que en el pasado no ha tenido-, sería importante que nos pusiéramos de acuerdo. 
El artículo 4” de este proyecto de ley establece: "En los casos de procesados y penados que se 
encuentren en condiciones de acceder al beneficio" -se refiere al beneficio de las libertades anticipadas 
y provisionales excepcionales del Capítulo 1 del proyecto de ley- '" el Juez o tribunal que esté 
entendiendo en la causa dispondrá de un plazo máximo de sesenta días" para otorgar la libertad. 
Luego se establece que: "[...] se concederán por orden alfabético" y que habrá una reglamentación de 
la Suprema Corte de Justicia para establecer, precisamente, esa gradualidad a la que hacía referencia 


la doctora Jacinta Balbela, a quien es un honor tener en la Comisión, para quien habla en particular, 
que no solo es un joven legislador sino también un abogado de escasos 8 o 9 años de recibido. 


Es entendible la preocupación del Patronato, pero más allá de que reconocemos que el señor Ministro del 
Interior ha trasmitido a esta bancada de Gobierno que está haciendo esfuerzos ímprobos para que este 
Patronato sea reforzado en cuanto al número de funcionarios y también de sus partidas presupuestales, lo 
cierto es que hoy tenemos un presupuesto que no determinó este Gobierno, tenemos rubros presupuestales y 
límites que no se pueden modificar de un día para el otro. Sin embargo, creo que cuando se pensó en este 
artículo 4* y se puso un plazo máximo fue para que el Juez resolviera la libertad, y no exactamente para que 
quedara liberado, que es otro proceso distinto, porque cuando la libertad está resuelta implica luego un 
proceso posterior que es la propia salida del recluso. Creo que aquí lo que estamos acotando es la señal para 
otorgar la libertad de parte del Juez, y luego la propia ley dice que la concesión será por orden alfabético, 
para ahorrar determinado tipo de problemas que se podían generar por la cantidad de trabajo que podían tener 
determinados tribunales o Jueces Penales. 


El artículo 4” luego dice que será de conformidad con la reglamentación, por lo que está atendiendo que no 
sean los problemas administrativos -que son los centrales en este problema y lo reconocemos- materia de 
regulación legal sino reglamentaria, por parte de quien corresponde, que es el Poder Judicial, que es el que 
tiene las potestades para reglamentar luego -y seguramente en contacto con las autoridades del Patronato-, de 
la mejor forma, para que cuando se aplique esta ley pueda ser ejercida de la manera correcta por el Patronato 
de acuerdo con las potestades que le brinda este artículo. 


Esto debe ser leído en conformidad con el artículo 5* del proyecto, que hace al corazón de la actividad del 
Patronato. Como decía la doctora Gil, en este caso ya no va a haber opción por parte de quienes sean 
liberados por este régimen excepcional sino que van a tener la obligación, porque dice que "estarán sujetos a 
un régimen de atención y vigilancia", en referencia al artículo 102 del Código Penal. También se agrega que 
"se establecerán por vía reglamentaria", por lo que se agregarán otros elementos, aparte de lo establecido en 
el artículo 102 del Código Penal, elemento que también queda en la materia reglamentaria y que también 
asumo que van a ser discutidos para cuando se aplique esa vía reglamentaria. A su vez, creo que le dan al 
Patronato un elemento muy fuerte, como es el inciso segundo del artículo 5%, porque le dan la posibilidad de 
solicitar directamente el auxilio de la fuerza pública para el emplazamiento y la notificación de estas 
personas. Creo que este es un instrumento importante que le estamos dando al Patronato para poder ejercer el 
control efectivo que la ley le prevé en su función. 


Por lo tanto, creo que la preocupación del Patronato es la de todos, pero hay mecanismos en la ley para, por 
la vía reglamentaria, ir solucionando esa gradualidad. Es opinión de quien habla -admito que quizás sea 
materia discutible- que es mejor dejarlo en la vía reglamentaria y no estrictamente en la vía legal. Porque si 
armamos un sistema legal para solucionar un problema administrativo y luego nos damos cuenta de que hay 
que perfeccionarlo, la modificación de la vía legal requiere de otra ley, lo que implica un proceso más 
complejo que el de la vía reglamentaria. Por lo tanto, dejándolo en la vía reglamentaria -con el necesario 
acompañamiento de los tiempos que el propio Patronato se debe marcar- y cumpliendo estrictamente lo que 
establece la ley, lograríamos satisfacer el reclamo del Patronato que este Gobierno -en particular el Ministerio 
del Interior, en nombre del Poder Ejecutivo- comprende a cabalidad y trata de solucionar. 


SEÑOR DA SILVA.- También para nosotros es un honor recibir a la delegación del Patronato Nacional 
de Encarcelados y Liberados. 


Por supuesto que el tema presupuestal es urticante y fundamental para enfrentar la tarea. En la Rendición de 
Cuentas y en el Presupuesto Nacional veremos la voluntad del Ministro, porque allí sí va a tener 
posibilidades de incorporar elementos nuevos. Como es obvio, con $ 300.000 -algo así como US$ 11.000- es 
absolutamente imposible hacer frente a lo que se viene. El Partido Nacional va a estar con la manito 
levantada para aprobar el incremento presupuestal para el Patronato que el Gobierno seguramente incluya en 
el Presupuesto Nacional. No tengo ninguna duda de ello. 


De las palabras de la señora Gil me surge una preocupación. Ella hace fundamental hincapié en recostarse en 
el Plan de Emergencia para dilucidar todos aquellos aspectos relativos a la vivienda, el carné de salud, la 

cédula y demás. Me preocupa que el Patronato se recueste mucho en el Plan de Emergencia. Se debería poder 
abrir un frente nuevo, porque está a la vista que el Plan de Emergencia no está funcionando bien. Me imagino 


que podríamos redactar un aditivo al proyecto de ley en ese sentido, porque los organismos del Estado siguen 
en pie; el Banco Hipotecario está, MEVIR está, los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y Salud Pública están, ASSE está; todos los organismos del Estado siguen funcionando 
paralelamente al Plan de Emergencia, que hoy está con complicaciones evidentes. En ese sentido, creo que 
podríamos redactar un aditivo según el cual los organismos del Estado tengan la obligación de atender 
algunas necesidades del Patronato, para que este no necesariamente tenga que recostarse al Plan de 
Emergencia. Esto para que el Patronato tenga más legitimidad a la hora de ir a golpear la puerta al Directorio 
del Banco Hipotecario, por ejemplo, que puede tener alguna vivienda en algún departamento, y hacer las 
gestiones para encauzar alguna cosa. Lo mismo en lo que respecta a MEVIR o a la Dirección Nacional de 
Vivienda. 


Reitero que esto es para no tener que recostarse en un Plan de Emergencia que más que ser una solución para 
el Patronato -es una opinión muy personal- puede llegar a constituirse en un problema. No quisiéramos que el 
Patronato se involucrara en un Plan de Emergencia que no vemos muy bien. Sería bueno llegar a un acuerdo 
con el oficialismo en el sentido de otorgar al Patronato las potestades necesarias para golpear las puertas de 
los organismos públicos, legitimándolo en esta ley que, según el señor Ministro del Interior, es fundamental 
para el Gobierno. Si es una ley fundamental, los gobernantes en todas las reparticiones públicas tienen la 
obligación de abrir las puertas al Patronato. 


SEÑORA GIL.- Como se dice: "cualquier monedita sirve". Comprenderán que todo ofrecimiento nos 
parece importantísimo y el que nos está haciendo el señor Diputado Da Silva también. 


Todo este esqueleto de abordaje que armamos fue instrumentado en el entendido de que el Plan de 
Emergencia iba a funcionar con mayor facilidad de lo que se ha dado en los hechos. Suponemos que así 
sucede por dificultades de organización. Para el Patronato sería muy importante contar con algún respaldo en 
la propia ley que nos permitiera ser atendidos con preferencia en todos esos organismos. No sé cómo se 
puede instrumentar esa propuesta. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La referencia al Plan de Emergencia tiene la enorme ventaja de tener 
presupuestada ya la posibilidad del apoyo. El caso contrario -habrá que analizar con mayor 
profundidad la propuesta que se acaba de plantear- implica introducir una variable diferente, que 
probablemente pueda ser materia presupuestal a los efectos de ser ordenada, pero que, en principio, 
me ofrece dudas en lo relativo a su inclusión en un presupuesto ya existente. 


La pregunta concreta que quiero formular refiere a si lo solicitado por el Patronato al Ministerio del Interior - 
en términos económicos, de recursos humanos, equipamiento, etcétera- ha sido concedido en su totalidad o 
solo en parte y en qué fechas se plantearon las solicitudes. Esto para ver qué elementos fueron tenidos en 
cuenta. 


También me gustaría saber si el Patronato -aclaro que la respuesta a esta pregunta requiere de una opinión y, 
por lo tanto, lícitamente puede dejarse sin contestar-, en líneas generales y desde el punto de vista de su 
filosofía, está de acuerdo con la presentación de este proyecto de ley que tenemos a estudio, que en realidad 
es el motivo de su visita a esta Comisión. 


SEÑORA GIL.- Lamentablemente, no traje la documentación necesaria relativa a las solicitudes del 
Patronato al Ministerio del Interior. El Patronato realizó propuestas muy concretas y sucesivas de 
apoyos y, obviamente, no ha recibido todo lo pedido. En su momento, pidió el concurso de cinco 
asistentes sociales y hasta ahora hemos recibido una. Asimismo, pedimos viáticos para complementar el 
trabajo de las otras asistentes sociales. No puedo menos que reconocer que si recibimos una sola fue 
porque en el Ministerio del Interior no hay otras disponibles. Nos pasaron en comisión una asistente 
social, porque no tenía sentido desvestir un santo para vestir otro. El señor Ministro y todo su equipo 
técnico hicieron una búsqueda exhaustiva y nos dieron lo que había. Tampoco hemos obtenido 
satisfacción de las necesidades informáticas. El Patronato con enorme esfuerzo ha conseguido, 
pidiendo a cada santo una vela, donaciones de computadoras y hemos logrado formar un pequeño 
parque informático, que debe ser fortalecido de manera de poder instalar en red algunos equipos que 
no lo están. En materia informática, dado que los recursos en el Ministerio son muy limitados, hemos 
recibido algo más de la mitad de lo pedido: pedimos cinco o seis computadoras y obtuvimos dos. 


En lo que respecta a los materiales fungibles creo que estamos pasando por las mismas necesidades que todos 
los organismos del Estado, incluido este Parlamento. Tenemos menos papel del que precisaríamos, menos 
cartuchos, lápices, etcétera. Creo que es la realidad del país, pero veo los esfuerzos ímprobos que se hacen. Si 
ustedes encuentran otros métodos de obtener personal en comisión, bienvenido sea. Lo que precisamos es 
personal técnico y fundamentalmente asistentes sociales. El equipo psicológico estaría bastante bien 
configurado pero, insisto: precisamos más asistentes sociales. 


A juicio del Patronato esta ley es multicausal. Era absolutamente necesario hacer algo para resolver no solo el 
problema de hacinamiento de las cárceles sino el amontonamiento de personas recluidas que están saliendo 
con la pena cumplida. Desde hace más de un año el Patronato está haciendo visitas mensuales a los 
establecimientos penitenciarios para lo que nosotros llamamos entrevista de preegreso. Pedimos que se nos 
comunique de los establecimientos las personas que van a salir en los próximos treinta días. Una abogada del 
Patronato y yo, personalmente, estamos entrevistando a los reclusos que van a salir. Mensualmente estamos 
entrevistando en el COMCAR y en los otros establecimientos a treinta o cuarenta personas que salen con la 
pena cumplida. Nunca se ha hecho uso de la libertad anticipada. Se hace muy poco uso, escasísimo, de las 
salidas transitorias. No es casualidad que las cárceles estén tan repletas, más allá del tema del endurecimiento 
de las penas. No creemos que esto sea sencillamente para sacar muchos presos de modo que los otros queden 
cómodos. No; creo que en muchos casos se está haciendo justicia. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Es un placer contar en las Comisiones parlamentarias con el calificado aporte 
de quienes trabajan día a día en una de las etapas más difíciles de este proceso, que es precisamente la 
reinserción. Esta tarea conlleva no solo especificidad técnica sino un tema filosófico: el estar 
absolutamente convencido de la resocialización de quienes han tenido la desgracia de cometer un 
delito. 


Entonces, el compromiso de la gente del Patronato, que ha sido histórico, siempre es bueno destacarlo en 
Comisiones parlamentarias en las que muchas veces hay legisladores que no han seguido la historia, 
evolución y profesionalismo que lo ha caracterizado. 


Nosotros no dudamos en aseverar que este es el instituto que garantiza el éxito del proyecto que envía el 
Poder Ejecutivo, por lo menos en lo que tiene que ver con asegurarnos que el porcentaje de reincidencia sea 
mínimo. Digo "mínimo" porque porcentajes de reincidencia siempre va a haber, cualquiera sea el sistema. La 
clave es poder abatir ese porcentaje a partir de ese trabajo específico que, como bien se decía, no solo hay 
que hacer con quien sale sino con su familia y el entorno. Es muy difícil que alguien que ha pasado lo que ha 
pasado, si no tiene colaboración desde fuera, pueda realmente lograr los niveles de resocialización que todos 
buscamos. 


Como la lógica de la coordinación y el trabajo interactuado no es la que prevalece en el Estado uruguayo, 
quienes hemos sido ejecutores de políticas y especialmente en organismos sociales sabemos que podemos 
despertar el mayor grado de sensibilidad pero, llegado el momento, no siempre contamos con la colaboración 
de todos los actores públicos que tienen que estar a la orden para llevar adelante estas políticas. Pasó en todos 
los gobiernos, sigue pasando -lo digo a título personal- y romper esa lógica no es un asunto menor. Hoy 
estamos haciendo la evaluación y el estudio de un proyecto de ley que, vuelvo a decir, deposita una 
responsabilidad muy importante en el Patronato. Me parece que no debemos dejarlos solos en la coordinación 
con programas que recién se están implementando y que deben tener un tiempo para dar lugar a su 
organización, poniendo en práctica una operativa que no es fácil. 


Lo reitero: se deposita en el Patronato una responsabilidad y también parte del éxito de este proyecto de ley. 
Me preocupa darle todos los insumos al Patronato, porque después vienen las responsabilidades. Es muy fácil 
aprobar un proyecto de ley y decir que se tendrá todo el apoyo. Como lo viví en carne propia lo puedo decir. 
Hay mucha sensibilidad de los parlamentarios. A nivel del Poder Ejecutivo se dice que van a estar y van a 
ayudar, pero después no están los técnicos necesarios ni las ayudas puntuales que tienen que llegar. A veces 
hay prioridades a asignar a otros Ministerios u organismos y no están entonces a disposición ni los 
funcionarios, ni los técnicos ni la plata. Entonces, uno asume una responsabilidad por ley pero no puede 
hacerla operativa. Me parece que este no es un tema menor. 


A mí me parece que habría que ensayar de alguna manera un interrelacionamiento diferente en lo que tiene 
que ver con ciertas líneas especiales de consideración de este tema con el Ministerio de Desarrollo Social. Es 


necesaria una interacción de modo tal que, en el momento en que la persona ingresa al Patronato, ya todo 
debe estar pronto. Cuando estaba presente el señor Ministro yo trasmitía una inquietud: nos preocupa que el 
andamiaje esté bien aceitado, porque si no fracasamos. ¿Qué pasa cuando el Patronato recibe a la persona? Ya 
tiene que estar todo pronto. Después de todo ese estudio y de las consideraciones que a través del Patronato 
los técnicos hacen, ya tiene que estar dispuesta toda esa operativa. Debemos ponernos en la lógica de quien 
sale y de su núcleo familiar. Tampoco es fácil para el núcleo familiar recibir a quien sale de la cárcel. No hay 
que considerar solo al ingreso ciudadano, con los tiempos que se vienen instrumentando. 


Estamos dispuestos a colaborar con el Patronato y estoy segura de que las Comisiones parlamentarias 
buscarán la forma para que, si es el Ministerio de Desarrollo Social el encargado -porque así lo determina la 
mayoría democrática-, este tema tenga un carril aparte, no digo preferencial porque todas las necesidades son 
imperiosas. La coordinación con las reparticiones que deben estar al servicio para que este asunto salga 
adelante forma parte del éxito de este trabajo, pero no la estoy viendo. Lo dejo como propuesta porque, 
reitero, va a formar parte del éxito de todo esto. Este es el momento de presionar porque después, una vez 
que se aprobó la ley, la responsabilidad se traslada y aquellos que trabajan en el día a día tropiezan con esa 
falta de coordinación y con esa lógica que todavía no existe a nivel público. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Quiero decir que tenemos un profundo respeto por el Patronato y por la 
gestión que realiza dentro de un esfuerzo casi sobrehumano, con carencias de recursos humanos y 
materiales en una tarea tan importante, que es nada más y nada menos que hacer cumplir con el 
precepto constitucional de la recuperación de los reclusos. Cuando la gente no tiene oportunidades 
propias para salir de la cárcel y reinsertarse en la vida necesita esa ayuda del Estado y de las 
organizaciones que están dispuestas a contribuir como el Patronato. La gente que entró a la cárcel por 
una razón equis y que tiene posibilidades, cuando sale continúa con sus actividades. El problema es que 
la inmensa mayoría no pertenece a esta clase de compatriotas. Así que más que una tarea el Patronato 
cumple una misión; así me atrevo a calificarla. 


Esperamos que en el Presupuesto estén los recursos necesarios para poder mejorar la performance del 
Patronato, especialmente en estas épocas complejas que le va a tocar vivir porque esta ley, lógicamente, 
rompe con los moldes. La señora Directora General hacía referencia a que se visitaba a una treintena de 
reclusos en condiciones de ser liberados prontamente, no recuerdo si dijo que lo hacía cada mes. Imaginemos 
la situación en la que va a haber una suelta de presos que va a ser verdaderamente de volumen. 


Teniendo en cuenta el reconocimiento y el respeto que tenemos por el Patronato, queremos preguntar lo 
siguiente. ¿El Patronato está en condiciones de hacer frente a esta movida que va a producir esta ley? 
Estamos hablando de entre 700 y 1.000 personas en todo el país, pero todos sabemos que esa cifra se va a 
concentrar fundamentalmente en Montevideo y Canelones. Digo esto esperando una respuesta no solo de 
carácter técnico sino que apunte a la realidad. 


Voy a poner un ejemplo. Podemos tener la mejor intención de llegar a Japón, que debe ser uno de los viajes 
más largos por vía aérea desde esta latitud. Para ello, podemos contar con un aparato de última tecnología, 
pero todos sabemos que ese aparato -que no es atómico, como un submarino- va a tener que recargar 
combustible. O sea que de una tirada, en una pierna de navegación aérea no va a poder cumplir esa misión. 
Esto no quiere decir que el aparato no sea bueno, que los pilotos no sean buenos, o que las intenciones que 
animan a los organizadores del viaje no sean buenas, sino que se trata de un problema de la realidad. Por más 
que se trate del aparato más caro del mundo, que se use el mejor combustible, que tenga los mejores pilotos y 
la última tecnología, el viaje no puede hacerse sin la recarga de combustible. 


No hay que tener mucha imaginación para darse cuenta que el Patronato, a pesar de las dificultades que 
atraviesa con lo poco que hoy tiene en materia de recursos humanos y materiales, hace todo lo que está a su 
alcance y llega a reencauzar a una persona. Esto merece un aplauso porque es una vida recuperada para lo 
positivo en la sociedad y hay que tenerlo muy en cuenta porque es una persona rescatada. Imaginemos qué va 
a pasar de ahora en adelante cuando la situación se va a transformar de equis a equis más. 


Pregunto cómo se encuentra hoy el Patronato con los pies en la realidad frente a algo así como una epopeya. 
Van a tener una actividad verdaderamente impresionante. Creo que va a haber resultados mucho más 
importantes de lo que uno mismo estaría dispuesto a pensar, pero gracias al espíritu que tiene el Patronato y a 
lo que él significa y porque, en definitiva, siempre hay una parte en el alma humana que termina 


acomodándose a las situaciones más difíciles y es cuando mucha gente reacciona mejor en la emergencia y en 
la tragedia, con mayor impulso. 


SEÑORA BALBELA.- Todos estamos dispuestos a librar esa batalla pero no hay peor recurso que 
darse por vencidos. Nos hemos impuesto la necesidad de trabajar con todas nuestras fuerzas -faltan 
dos o tres integrantes- para poder dar cumplimiento a la idea y a la misión que se nos ha 
encomendado. Eso es fundamental para nosotros como también lo es para ustedes, frente al problema 
que está viviendo el Uruguay: poder defenderlo con todas sus fuerzas. El Uruguay no es el mismo de 
hace diez o quince años. Cuando regresé de Costa Rica -mi destino como consecuencia de haber 
concursado junto con el doctor Zaffaroni- tanto Argentina como Uruguay se habían transformado, 
pero seguimos luchando por nuestro país. De manera que en lo que me es personal -tengo muchos años 
y no debería estar aquí sino en otra parte-, en este momento pongo todos mis esfuerzos y además, me 
convencieron las palabras del señor Ministro del Interior cuando nos dio la posibilidad de discutir la 
ley y de actuar de acuerdo con nuestras posibilidades. Todos formamos un conjunto muy abigarrado y 
firme en cuanto a la defensa de los derechos humanos. Por eso digo que desde el punto de vista 
personal pienso que vamos a triunfar y pienso que esta ley va a traer al país la resocialización del 
delincuente. 


SEÑORA GIL.- Creo que hay un ingrediente que no se ha manejado y que entiendo que es tanto o más 
importante que el Patronato, los legisladores, el Ministerio de Desarrollo Social, etcétera. Me refiero a 
la responsabilidad de todos los ciudadanos de este país. Honestamente, nada va a poder hacer el 
Patronato si el uruguayo no asume que tiene una responsabilidad, si el empresario no asume que tiene 
que dar trabajo y si la persona que tiene un campo no asume que tiene que dar trabajo y que pagar. En 
la medida en que la sociedad no asuma como propio el problema, no llegamos a ningún lado y esto lo 
tengo que decir con toda franqueza. 


SEÑOR CHIFFLET.- Como legislador me planteo la responsabilidad que tengo. Desde luego, estoy 
absolutamente seguro de que vamos a poder coordinar esfuerzos si desde aquí, desde el Poder 
Legislativo, tratamos de que la sociedad asuma esa responsabilidad que señala la señora Cristina Gil y 
convocamos a organizaciones no gubernamentales que actúan por separado, con esfuerzos esporádicos 
y los coordinamos, si hablamos, desde luego, con el Banco Hipotecario y con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y comprometemos, por lo menos verbalmente, algunas 
colaboraciones -como planteaba el señor Diputado Da Silva- y, además, conseguimos el apoyo de 
algunas fundaciones; recuerdo el apoyo importantísimo que la Fundación Kólping aportó al Grupo 
Tripartito de Trabajo, al que asistía la señora Cristina Gil y el Patronato. 


Y ahora el tema que me planteo es el siguiente: quizás ustedes nos tengan que decir, oportunamente, que el 
óptimo para el Patronato es contar con tales recursos. Entonces, nosotros abordaremos esa responsabilidad. 
De lo contrario, va a pasar lo que ya ha ocurrido con el Patronato, que debe cumplir funciones 
importantísimas. 


Hace pocos días, una persona que hizo la escuela y la completó en el COMCAR y luego comenzó a estudiar 
computación, tenía un problema judicial para cerrar finalmente su causa y necesitaba el costo de los timbres, 
que creo que era $ 400. Pues el Patronato lo solucionó. Fue algo que a veces no puede hacer, porque no tiene 
los recursos. Pero esta persona que está en vías de rehabilitación, o es uno de esos reclusos que está 
rehabilitado, consiguió el respaldo del Patronato y continúa entonces su tarea de reinserción familiar y social. 


Creo que desde el Poder Legislativo podemos concertar esfuerzos, pero sugeriría que antes que aprobemos el 
proyecto se nos dijese: "el óptimo para nosotros sería tal", y después vemos cómo lo solucionamos a través 
de esa colaboración social. 


SEÑORA GIL.- Para terminar de responder a la pregunta de si vamos a poder o no con el tsunami, 
diría que efectivamente es un tsunami. Ya que cabe la posibilidad de dosificar el tsunami -que no pudo 
hacerse con el verdadero-, habría que ver de qué manera se dosifica esta liberación de presos para que 
el Patronato pueda extremar esfuerzos y atender seriamente cada una de esas problemáticas. La 
gradualidad es fundamental. 


En esta instancia no se ha mencionado el artículo que habla de la inclusión de la obligatoriedad de todas 
aquellas empresas que liciten con la Administración Pública, de dar puestos de trabajo en un 5%. Esa es otra 
fuente de recursos. Estoy segura de que la Intendencia de Montevideo y las demás Intendencias 
departamentales van a responder a esto. 


El tema es tratar de generar -cada uno desde su lugar- estos facilitadores, y creo que uno de los más 
importantes es, obviamente, el trabajo, y estamos dispuestos a dar la pelea. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- La señora Gil hablaba de la progresividad en cuanto a que no van a salir 
todos juntos. 


SEÑORA GIL.- De la gradualidad, no progresividad. 
SEÑORA GARCÍA PINTOS.- De cualquier manera, el proyecto lo topea en sesenta días. 
Quizás estamos hablando de dos cosas distintas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El plazo de sesenta días es para ir concediendo, que no es lo mismo que el 
momento en que abren la puerta. Puede tener la libertad concedida, pero todavía no está fuera. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Sé que sí, pero todos sabemos que una vez que esté concedida, la puerta la 
van a tener que abrir lo más rápidamente posible. No creo que haya un tiempo por delante que los 
mantenga sesenta días más porque esa gente va a entrar en ebullición, y es comprensible, porque el 
alma de la criatura humana es así. Más allá de lo que hayan hecho, esa gente está detrás de la libertad. 
La gente se hace masacrar por la libertad. No es mucho el tiempo de que se dispone. Creo que hay que 
ser realistas y saber que tenemos los sesenta días y un tiempo más, pero no mucho más. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero agradecer la presencia de la Comisión Directiva del Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados. 


Más que preguntas, quiero hacer algunas reflexiones. En el día de hoy recibimos al señor Ministro del 
Interior, al señor Subsecretario y a sus asesores para iniciar el tratamiento de este proyecto que, como bien 
dijo el señor Ministro, ha tenido una amplia participación de varios de los operadores del sistema. No solo 
han sido consultados los directamente involucrados, como el Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados, sino también distintos actores como la Suprema Corte de Justicia, la Asociación de Magistrados, 
los Fiscales, y en varios casos han sido tomados en cuenta. Lo más importante no es solo consultar sino 
también escuchar y eso implica tomar en cuenta las proposiciones de los operadores del sistema. 


Quisiera hacer dos o tres puntualizaciones importantes. Sin duda, este proyecto de ley es el inicio de un 
cambio de filosofía que tiene este Gobierno con respecto a la que se venía aplicando en este país en los 
últimos veinte años, en el tema seguridad. Estamos absolutamente convencidos de que esta nueva filosofía 
garantiza mayor seguridad ciudadana por varias razones, pero ese no es el debate de hoy. 


En primer lugar, debo decir que el proyecto de ley es bastante más que el Capítulo I. Es un proyecto muy 
completo, muy firme, que empieza a dar un paso hacia el camino correcto desde el punto de vista de la 
filosofía penal criminológica que consideramos. 


Obviamente, en la gente se ha generado una opinión -y que la oposición continuamente extiende- con 
respecto a la aplicación excepcional, por única vez, de un régimen de libertad anticipada y provisional. Tal 
como lo explicó el señor Ministro, es muy difícil a veces que se entienda. Pero la prensa tiene la necesidad de 
trasmitir y de informar correctamente a la opinión pública. Parecería que estuviéramos inventando los 
institutos de libertad anticipada y provisional cuando son muy antiguos en el Derecho Penal. Vienen desde 
hace bastante tiempo. Uno podría retrotraerse varios cientos de años para saber de la existencia de este tipo 
de institutos para la liberación de aquellos que han sido privados de su libertad en distintos regímenes. 


Lo que estamos aplicando aquí son institutos que ya existen, en un mecanismo excepcional, donde estamos 
facilitando un tema de proceso penal, porque ya hay muchos que tienen las dos terceras partes y la mitad de 


la pena cumplida y van a tener esa posibilidad inclusive con la legislación actual. Lo que estamos haciendo 
ahora es un sistema preceptivo, es un sistema que acelera los plazos procesales para que esto sea un poquito 
más rápido. Pero eso no significa que el proyecto no prevea la necesidad -lo reitero, porque quizá no me haya 
expresado correctamente- de la gradualidad. Esa es una preocupación que tenemos todos. No se trata solo de 
la decisión que se debe tomar con respecto a la situación de hacinamiento, que no se resuelve solamente con 
el Capítulo I de este proyecto de ley. Acá hay un cambio. El propio señor Ministro habló de que habrán de 
recuperarse, en lo edilicio, más de 1.500 plazas en los próximos meses y de que, a su vez, se va a 
implementar un cambio de filosofía, de política criminal, con respecto a la inflación penal que tuvimos en los 
últimos quince años, en particular con las últimas leyes de seguridad ciudadana y las leyes de urgencia l y Il, 
donde tuvimos nuevas tipificaciones de delitos y aumento de penas. 


Yo lo voy a decir con mucho respeto, los que me conocen saben que pienso así: el tsunami no es la salida de 
los presos, el tsunami ha sido la política que se ha aplicado en este país en los últimos quince años, que nos 
ha llevado a que hoy la ciudadanía siga sintiendo la inseguridad -que es un problema que este Gobierno debe 
resolver-, que nos ha llevado a pasar de 2.500 o 3.000 encarcelados a 7.000 en las mismas cárceles, porque 
los Gobiernos anteriores se han preocupado de aumentar las penas y de tipificar los delitos, pero no tuvieron 
en cuenta lo que hoy nos reclaman, que es la necesidad de dar apoyo a este Patronato para que pudiera hacer 
el seguimiento. 


Simplemente quería dejar esa puntualización. 


Con respecto a este proyecto de ley en particular -ya lo hemos dicho- creo que tanto en el artículo 4” como el 
5” se va a poder ver el tema de la gradualidad por la vía reglamentaria. 


La señora Diputada Argimón se refería a la necesidad de otros elementos de apoyo -lo compartimos-, además 
de los que resuelve el proyecto de ley en cuanto a la responsabilidad que tiene el Patronato, porque 
obligatoriamente debe atender a esos liberados en forma excepcional y hacer el seguimiento correspondiente. 
Con respecto a lo anterior, quiero aclarar algo en mi nombre. Yo no comparto que el mayor responsable del 
éxito de este proyecto de ley sea el Patronato -lo digo con sinceridad-, lo que no menoscaba la excelente 
opinión que tengo de quienes están presentes hoy y del trabajo que realizan. Todos compartimos que es un 
sacrificio muy grande y, seguramente, en su función hacen un bien a la sociedad mucho mayor que el que 
podemos hacer muchos de los que estamos aquí sentados. Pero estoy absolutamente convencido de que 
centrar la medición del éxito o no éxito de esta ley, simplemente, en si el Patronato va a cumplir o no con lo 
que esta le pide, es erróneo y no lo comparto. Creo que eso es marcar la cancha en una responsabilidad que 
no tiene este Patronato, que debe cumplir con la ley, y reconocemos que hace denodados esfuerzos. Pero aquí 
lo que estamos tratando de cambiar son cosas mucho más profundas, porque la reincidencia tampoco va a 
depender de si el Patronato hace bien o mal su trabajo. Acá todos los Diputados saben que no va a partir de 
este Gobierno ni de esta bancada una interpelación en la que se echen culpas a un Patronato que todos 
sabemos cómo ha recibido este Gobierno, debido al estado de situación material, de funcionarios y sus 
límites presupuestales que este Gobierno está intentando cambiar. Todavía no hemos tenido Presupuesto pero 
se han asignado partidas, que sin duda son escasas y se requerirá más apoyo, pero como lo ha dicho la 
doctora Jacinta Balbela y nos consta, el señor Ministro del Interior está profundamente preocupado por 
encontrar apoyo para este Patronato. Por tanto, creo que deberíamos medir el trabajo del Patronato en el 
sentido de aquello que el Ministro y este Gobierno han adelantado que es el futuro de lo que queremos 
instrumentar. M me refiero a un nuevo sistema nacional penitenciario en el que no tengamos estas diecinueve 
chacras departamentales separadas y podamos contar con una nueva ley que regule todo el sistema, y también 
un Instituto Nacional de Rehabilitación desde el que podamos desarrollar esta política de reinserción y 
profilaxis del delito, tal como lo marca el artículo 26 de la Constitución, que habla de la reeducación, aptitud 
para el trabajo y profilaxis del delito. Todos estamos de acuerdo en que estamos violando la Constitución en 
el segundo inciso de este artículo, que establece: "En ningún caso se permitirá que las cárceles sirvan para 
mortificar". Nadie duda que hoy las cárceles no solo no sirven para reeducar, reinsertar ni resocializar, sino 
que son verdaderas universidades del delito y aquel que ingresa a ellas -excepto casos aislados que se podrán 
poner como ejemplo- tiene pocas oportunidades de salir del círculo vicioso en el cual entra por razones 
mucho más profundas que las que hoy podemos discutir. 


No dude este Patronato que este es un primer paso en determinado camino -lo hemos discutido en la bancada 
de Gobierno- y creemos que en el futuro, cuando logremos ordenar todo el sistema penitenciario nacional y 
de los privados de libertad, no debe ser optativa la ida al Patronato. Estamos absolutamente convencidos de 


que cuando mañana tengamos un Patronato con las condiciones materiales, presupuestales, edilicias y de 
funcionarios, quien debe decidir si quien accede a la libertad deba tener un régimen de vigilancia por parte 
del Patronato o un trabajo de reinserción, es el propio Patronato. Eso no debe quedar en manos de la persona; 
más allá de que esta haya obtenido su libertad ambulatoria creo que la ley debería prever que su mecanismo 
de reinserción tenga un seguimiento en todos los casos por parte del Patronato. Pero hoy no tenemos 
condiciones para hacer esto. Este es un primer paso y se va a hacer una experiencia piloto, inclusive porque 
aquí también hay una apuesta enorme del Ministerio en esta nueva filosofía, y se intentará dar los elementos 
económicos para lo que sin duda tendremos la mano de la oposición levantada, pero esta bancada de 
Gobierno va a tratar de analizar los mecanismos para que eso se cumpla. Pero es muy importante recalcar que 
esto es un primer paso y que el Patronato debe transformarse en uno de los actores de la tríada de la que 
hablábamos, muy relevante para cumplir con lo que nos marca el segundo inciso del artículo 26 de la 
Constitución. 


Esa es la intención pero este no es solo un problema de voluntarismo. Aquí hay elementos concretos y 
algunos de ellos no se han mencionado aquí. El artículo 13 de este proyecto de ley constituye un paso muy 
importante y establece la inserción laboral de personas liberadas. 


El señor Diputado Espinosa aclaraba muy bien los graves problemas que tiene el Patronato con los ex 
convictos y ex presos, por todos los prejuicios que naturalmente tiene la sociedad a raíz de los que no se 
quiere contratar a personas que hayan sido privadas de su libertad o hayan cometido determinado tipo de 
delitos. Por ese motivo, este artículo 13 es una especie de discriminación positiva o de "affirmative action" - 
lo digo en inglés porque el instituto se ha desarrollado más en el Norte-, y estamos innovando a nivel 
nacional, porque estamos diciendo que en las planillas de trabajo de las empresas que se presenten a 
licitaciones públicas se deberá prever que un 5% de las tareas de peones o similares será para aquellos que se 
encuentren en la bolsa de trabajo del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. Sabemos que de esa 
manera se puede atender el problema más grave, que es del género masculino, al que se le hace difícil 
acceder a un trabajo. 


Creo que aquí se están dando responsabilidades y también nuevos instrumentos al Patronato. Se le da la 
posibilidad de solicitar el auxilio de la fuerza pública directamente, lo que no es menor -me parece que va a 
ser importante para fortalecer el trabajo- y también determinados instrumentos que no están exclusivamente 
relacionados con el Plan de Emergencia y que considero que van a facilitar y permitir rediseñar las políticas 
de inserción laboral que constituyen el gran problema que tenemos. Y esto lo enfrentamos aun cuando la 
persona puede haber sido "reinsertada" -lo digo entre comillas-, porque si bien estos son conceptos que están 
en la Constitución, esta es decimonónica y hay palabras que utilizamos porque están en ella; "reeducación" 
no es una palabra que me agrade desde el punto de vista filosófico aunque la repito porque así lo dice la 
Constitución nacional, pero todos sabemos que la reeducación o la reinserción social no solamente acaban 
luego de haberse cumplido una pena de privación de libertad, sino que la necesidad de la sociedad es una. 


Como bien lo dijo la doctora Gil, este es un trabajo de todos, tanto de ustedes como de nosotros, como 
políticos, ya que así nos asumimos, porque más allá de que hoy estemos sentados en esta banca somos 
políticos por naturaleza y por lo tanto nuestra función es seguir trabajando -como bien lo dijo el señor 
Diputado Chifflet- para alertar a la sociedad y hacerla consciente de este problema que es responsabilidad de 
todos y no solamente del Patronato, de los legisladores o de un Gobierno en particular. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quisiera hacer dos comentarios porque me pareció que en su momento -quizás 
el señor Presidente estaba distraído- era oportuno aclarar algo que se me dijo cuando estaba haciendo 
uso de la palabra y creo importante que estas constancias quedaran en la versión taquigráfica. 


Me parece que señalar siempre el pasado no es buena cosa, y ese es un tema que vamos a discutir en la 
Comisión como corresponde. Pero para que conste en la versión taquigráfica quiero decir que nada más ni 
nada menos que la BBC de Londres hace pocos meses -aún estaba en funciones el anterior Gobierno-, sobre 
la base de un informe de expertos de seguridad de todo el mundo, destacó la performance de Uruguay en la 
materia y lo consideraba uno de los seis países con mayor seguridad en todo el mundo gracias a sus normas y 
políticas de seguridad interna. Es decir que me parece que los deberes no se han hecho tan mal. Que se puede 
mejorar, por supuesto, y vamos a discutir parlamentariamente todo aquello que sea oportuno para poder 
mejorar. Pero también -aquí quiero agradecer al Diputado Cánepa, que me ha ilustrado mucho con respecto a 
la aplicación del artículo 4”- sería conveniente que el oficialismo reconozca que la liberación no va a ser tal 


cual la gente la interpreta y quizás tengan la oportunidad de aclararlo también a los reclusos. En este sentido 
traslado una cuestión que me parece oportuno señalar y es que los expertos y asesores del señor Ministro del 
Interior que están recorriendo las cárceles para informar sobre el alcance del proyecto de ley han declarado 
públicamente que existe una fuerte ansiedad. Entonces, traslado una pregunta concreta a quienes hoy están en 
representación el Patronato: ustedes están hablando de una tarea que fundamentalmente está orientada a los 
liberados, pero recordemos que teóricamente su noble labor también ha apuntalado a los encarcelados. Por 
tanto, ¿cuál va a ser el trabajo, la reestructuración y los recursos económicos y humanos que tendrán que 
aportar al trabajo con los encarcelados considerando la situación que viene no solo agravada por el 
hacinamiento, la ansiedad y la expectativa, sino también por el hecho de saber que la aplicación del 

artículo 4* del proyecto de ley va a prolongar aún más la liberación? Entonces, ¿qué va a pasar en definitiva 
con la labor de ustedes para seguir trabajando con los encarcelados que van a quedar sin libertad? 


SEÑORA GIL.- No sé si el señor Diputado Espinosa está al tanto de que hoy por hoy el Patronato no 
trabaja con los encarcelados; trabaja exclusivamente con las familias de los encarcelados, con los 
liberados y con sus familias. En los establecimientos de reclusión hacemos acciones puntuales que 
consisten, por ejemplo, en apoyar con lentes a los reclusos que lo solicitan, en algunos casos de reclusos 
de larga permanencia que necesiten de una prótesis dental se les proporciona cuando hay recursos y 
hasta el año pasado... 


SEÑOR ESPINOSA.- ¿Eso sucede en todo el país, en los Patronatos de los diecinueve departamentos? 


SEÑORA GIL.- No; estoy hablando de lo que hace el Patronato en Montevideo. La actividad de los 
patronatos departamentales es completamente diferente. Naturalmente, con la excepción de Canelones, 
son cárceles que en el peor de los casos alojan 150, 180 o 200 reclusos. Son volúmenes de personas 
abarcables con apoyos muy puntuales, que es lo que hacen los Patronatos departamentales, 
aportándoles algunos víveres, elementos para la higiene, etcétera. Su actividad es completamente 
diferente por la realidad que están viviendo. 


En el caso del Patronato Nacional es totalmente imposible pensar en abarcar el trabajo con los reclusos 
dentro de los establecimientos. Como decía el señor Diputado Cánepa, la administración actual se encamina a 
una reforma sustancial que va a abarcar los establecimientos penitenciarios, el Instituto Nacional de 
Criminología y el Patronato Nacional que, fuera de la órbita del Ministerio del Interior en la que están hoy, 
deberán ser organismos técnicos, manejados por civiles, trabajando en forma coordinada y dependiendo 
todos de una misma autoridad. No es lógico que a pesar de estar dentro de la órbita del mismo Ministerio no 
se pueda coordinar trabajos y tareas porque la organización del Instituto Policial hace dificultosa esa gestión 
conjunta que sería la más provechosa para todos los reclusos. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que en un proyecto de esta naturaleza, uno de cuyos capítulos -tal vez el 
más cuestionado- establece la libertad anticipada de reclusos, un elemento para medir el éxito será la 
reincidencia de estas personas. En ese sentido, creo que la tarea que tendrá que realizar el Patronato 
será fundamental, porque el proyecto le encomienda todo lo que tiene que ver con el seguimiento. Por 
eso me ha parecido muy atinado lo que planteó el señor Diputado Chifflet en el sentido de conocer una 
estimación de los recursos humanos y materiales que el Patronato necesita, a los efectos de dar 
cumplimiento a ese seguimiento que establece el proyecto de ley. 


Lo segundo que me parece importante señalar es que no hay necesidad de esperar a que se apruebe la Ley de 
Presupuesto para dotar al Patronato de los recursos necesarios, facultando al Poder Ejecutivo a que realice 
una dotación de recursos materiales y humanos. Seguramente, el proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
tendrá un trámite rápido y me parece que lo que planteaba el señor Diputado Chifflet puede ser subsanado en 
esa instancia, estableciéndose una facultad especial para que el Patronato pueda contar con esos recursos. De 
esta manera, estaríamos subsanando el hecho de que no haya una iniciativa del Poder Ejecutivo y sería el 
camino que debería recorrer la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


Por último, al margen de las tareas comunitarias, que es en lo que está pensando el Patronato al apoyarse en 
el Programa Nacional de Emergencia Social, también sería importante desarrollar actividades a nivel de las 
Intendencias de todo el país; esto quizás sea una tarea a desarrollar por el Congreso de Intendentes. 
Contrariamente a lo que opinaba un señor Diputado, considero que muchos de los liberados serán del interior 


del país, y como allí es donde está más desprovista la tarea del Patronato, habrá que pensar en recursos 
especiales. Sobre todo, habrá que ver si las Intendencias prestan algún tipo de colaboración para que los 
liberados cumplan tareas de carácter comunitario. Esto significaría una gran ayuda. En comunidades donde 
los liberados serán, por ejemplo, seis o siete, dos o tres pueden hacer tareas municipales de limpieza y de otro 
tipo, lo que sería una gran ayuda para que esta ley funcione de manera exitosa apuntando a que no haya una 
reincidencia en el delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos enormemente su presencia hoy aquí. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


